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9. Proyecto de decreto que adiciona el artículo 28 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
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Piter, el 25 de enero de 2017. 
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Oficio con similar de la Secretaría de la Defensa Nacional, con el Informe sobre los resultados de la 
competencia internacional “CAMBRIAN PATROLS”, realizada en Wales, Reino Unido, del 14 al 23 de 
octubre de 2016. 
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Oficios con similares de la Secretaría de Marina, con los siguientes informes de resultados: 
Del Ejercicio Multinacional “UNITAS PACÍFICO LVII”, realizado por personal de la Armada de México, frente 
a las costas de Panamá, del 18 al 28 de septiembre de 2016, 
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De la participación en la Exposición y Conferencia Internacional Marítima y Naval para América Latina 
“EXPONAVAL CHILE 2016”, llevado a cabo por personal de la Armada de México, en Valparaíso, Chile, del 
27 de noviembre al 3 de diciembre de 2016, 
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De la participación del personal de la Armada de México en el 35º Aniversario de la Independencia de 
Belice, realizado en la Ciudad y Puerto de Belice, del 26 de septiembre al 3 de octubre de 2016, 
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Del Ejercicio Multinacional “TRADEWINDS 2016”, llevado a cabo por personal de la Armada de México en 
el espacio aéreo, marítimo y terrestre de Jamaica, del 19 al 28 de junio de 2016 y 
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Del Crucero de Instrucción “IBERO-ATLÁNTICO 2016”, que realizó el Buque Escuela Arm Cuauhtémoc, del 
12 de marzo al 3 de octubre de 2016. 
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CONGRESOS ESTATALES 
 
Oficios de los congresos de los estados de Campeche, Chiapas, Coahuila, Colima, Guerrero, Jalisco, 
Michoacán, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tlaxcala, Veracruz, 
Yucatán y Zacatecas con los que remiten su aprobación al proyecto de decreto que reforma diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de mecanismos 
alternativos de solución de controversias, mejora regulatoria, justicia cívica e itinerante y registro civil. 
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COMISIÓN DE SELECCIÓN DEL COMITÉ DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL 

SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 
 
Oficio por el que informa la integración del primer Comité de Participación Ciudadana del Sistema Nacional 
Anticorrupción y la duración de cada persona en el cargo. 
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INICIATIVAS 
 
1. Del Sen. Jorge Toledo Luis, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con 
proyecto de decreto que adiciona la fracción XIV Bis del artículo 7º de la Ley General de Educación. 
 

El suscrito, JORGE TOLEDO LUIS, senador de la LXIII legislatura del Congreso de la 
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como en lo previsto por los artículos 
8, numeral 1, fracción I; 164, numerales 1 y 2; y 169 del Reglamento del Senado de 
la República, someto a la consideración del Pleno de esta Soberanía la siguiente: 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XIV BIS DEL 
ARTÍCULO 7° DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, con base en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Nuestro país, cuenta con estudiantes exitosos, reconocemos diversos casos en donde han demostrado su 
entusiasmo y ganas de progresar, creatividad, logrando premiaciones a nivel municipal, estatal, federal e 
incluso internacional.  
 
La educación de nuestro país, impulsa a estos jóvenes a través de los medios tradicionales, los cuales, 
deberán de ser reforzados y actualizados con tecnologías de la información y la comunicación, como el 
Internet, las aplicaciones desarrolladas para dispositivos móviles, los libros electrónicos, tabletas 
electrónicas, aulas digitales, y demás insumos que han contribuido al acceso universal a la educación, la 
igualdad en la instrucción, el ejercicio de la enseñanza y el aprendizaje de calidad, asícomo el desarrollo 
profesional de los docentes, tal como lo promueve el Instituto para la Utilización de las Tecnologías de la 
Información en Educación(ITIE)de la Unesco.1 
 
De acuerdo con datos de la Amipci, los dispositivos que cuentan con mayor penetración dentro de las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación, son el SmarthPhone líder en acceso a Internet, seguido de 
las laptops y computadoras de escritorio.2 
 
Es importante resaltar también, que la penetración de internet en nuestro país alcanza el 59.8% de la 
población, lo que equivale a 65 millones de internautas.3 
 
En este universo de internautas, el recalcar que el 15% son menores de 13 años y el 19% comprende entre 
13 y 18 años, contando con una población total de 34% de estudiantes de nivel preescolar, primaria, 
secundaria y media superior.4 
 
Esto nos lleva a reflexionar y a observar que  la tecnología siempre va un paso adelante y en la mayoría de 
los casos es en beneficio de la sociedad. Es por ello, que en el caso de la Educación es de vital importancia 
lograr la inclusión de los estudiantes, mediante la facilitación de dispositivos digitales que les faciliten la 
lectura. 

                                                           
1http://www.unesco.org/new/es/unesco/themes/icts/ Consultado el 31-01-2017. 

2 12 Estudio sobre los Hábitos de los Usuarios de Internet en México 2016. Asociación Mexicana de Internet. 
https://www.amipci.org.mx/images/Estudio_Habitosdel_Usuario_2016.pdf Consultado el 31-01-2017. 
3Ídem. 

4Ídem. 

 

 

SEN. JORGE 

TOLEDO LUIS 
 

 

 

http://www.unesco.org/new/es/unesco/themes/icts/
https://www.amipci.org.mx/images/Estudio_Habitosdel_Usuario_2016.pdf
http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=int&mn=4&sm=6&id=699
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El libro impreso, siempre tendrá un lugar en la educación; sin embargo, hay que reconocer, que el fomento 
a la lectura mediante dispositivos electrónicos, para las nuevas generaciones, es ya parte de su desarrollo 
vital.  
 
La brecha digital que la sociedad de la información y el conocimiento a nivel  internacional trata de superar, 
incluye asimismo, la facilitación de herramientas que permitan a los educandos satisfacer sus necesidades 
educativas, a través de medios digitales. 
 
Esta propuesta ayudará a acortar distancias, a que en comunidades rurales o de difícil acceso, se cuente con 
material didáctico actualizado y en cuestión de segundos pueda estar accesible en un teléfono inteligente  
una tableta electrónica o cualquier dispositivo, y ofrecer contenidos que no sean información únicamente 
estática, sino dinámica y que atraiga y encamine a los estudiantes en el conocimiento. 
 
Si queremos un pueblo educado y que se fomente la lectura, los medios digitales se muestran como la 
herramienta idónea para lograrlo, ya que la interactividad permite que los educandos se interesen aún más, 
en ellos.   
 
Refrendamos nuestro compromiso con los estudiantes de México, con la finalidad de buscar alternativas y 
nuevas formas de educación para impulsar la reforma educativa del presidente de México, el licenciado 
Enrique Peña Nieto, para con ello incrementar nuestro nivel educativo a nivel mundial. 
 
Cambiar a México mediante la educación nos lleva a las palabras de Nelson Mandela al enunciar que “la 
educación es el arma más poderosa que puedes usar para cambiar el mundo”.5 
 
Por eso, el Modelo Educativo 2016 planteado por la Secretaría de Educación Pública, con motivo de la 
reforma educativa “reorganiza los principales componentes del sistema educativo nacional para que los 
estudiantes logren los aprendizajes que el siglo XXI exige y puedan formarse integralmente, tal como lo 
contempla el Artículo 3º constitucional.”6 
 
Para concretar este modelo, “La comunidad escolar requiere contar con libros y materiales didácticos 
suficientes para el número de alumnos que atiende en diferentes formatos. Se debe procurar que, en la 
medida de lo posible, la comunidad escolar cuente tanto con materiales educativos afines a la diversidad de 
estilos y necesidades de aprendizaje, como específicos para los estudiantes con alguna discapacidad. 
Asimismo, los materiales deben procurarse en distintas lenguas indígenas a fin de lograr un acceso más 
equitativo a los mismos.”7 
 
En el documento citado se precisa que, tanto para la Educación Básica como para la Media Superior, debe 
considerarse el uso de las tecnologías de la información y la comunicación, como un medio de cierre de 
brechas, para acceder a recursos de calidad orientados al aprendizaje que contribuyan a que los alumnos 
formen parte activa de este mundo cada vez más interconectado, y que ya se presenta como una célula de 
información que se retroalimenta constantemente. 
 
La sociedad del conocimiento exige mayores capacidades de pensamiento analítico, crítico y creativo, y el 
impulso que se otorgue a través de la norma para el fomento de la lectura con medios digitales, se verá 

                                                           
5https://www.brainyquote.com/es/citas/nelson-mandela_157855 Consultado el 31-01-2017. 

6https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/114501/Modelo_Educativo_2016.pdf Consultado 31-01-2017 
7Ídem. 

https://www.brainyquote.com/es/citas/nelson-mandela_157855
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/114501/Modelo_Educativo_2016.pdf
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reflejado en el desarrollo de un pensamiento complejo que otorguen al estudiante las competencias 
necesarias, en la compleja realidad que han formado las tecnologías de la información y la comunicación, 
mejor conocidas como TIC. 
 
Es por ello que se propone la siguiente adición a la Ley General de Educación: 
 
 
 

LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN PROPUESTA 

Artículo 7°.- La educación que impartan el 
Estado, sus organismos descentralizados y los 
particulares con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios 
tendrá, además de los fines establecidos en el 
segundo párrafo del artículo 3o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los siguientes: 
 
I a XIII.- … 
 
XIV Bis.-Promover y fomentar la lectura y el 
libro.  

Artículo 7°.- La educación que impartan el 
Estado, sus organismos descentralizados y los 
particulares con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios 
tendrá, además de los fines establecidos en el 
segundo párrafo del artículo 3o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los siguientes: 
 
I a XIII.- … 
 
XIV Bis.-Promover y fomentar la lectura y el libro, 
así como el uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación, para la lectura 
de libros digitales. 

 
 
 
Con base en los argumentos anteriores y buscando las mejores y mayores oportunidades para nuestros 
estudiantes, acordes con los requerimientos de la sociedad de la información y el conocimiento, el que 
suscribe somete a su consideración la siguiente Iniciativa con 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ÚNICO.- Se adiciona la Fracción XIV Bis del Artículo 7° de la Ley General de Educación, para quedar como 
sigue:  
 
Artículo 7o.- La educación que impartan el Estado, sus organismos descentralizados y los particulares con 
autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios tendrá, además de los fines establecidos en 
el segundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes: 
 
I a XIV. ... 
 
XIV Bis.- Promover y fomentar la lectura y el libro, así como el uso de las tecnologías de la información y la 
comunicación, para la lectura de libros digitales. 
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ARTÍCULO TRANSITORIO 

 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
Dado en el Salón de Sesiones a los 2 días del mes de febrero de 2017. 
 
 

A T E N T A M E N T E 
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2. Del Sen. Francisco Búrquez Valenzuela, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con 
proyecto de decreto por el que se deroga la fracción II de artículo 41 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 

CC. SECRETARIOSDE LA MESA DIRECTIVA DE LA  
CÁMARA DE SENADORES DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
EN LA LXIII LEGISLATURA. 
P R E S EN T E. 
 
El suscrito Francisco Búrquez Valenzuela, senador de la LXIII Legislatura del 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos:71, fracción 
II y 135  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por 
los artículos 8 fracción I, 164 numeral 1 y 169 del Reglamento del Senado de la 
República, someto a consideración de esta soberanía, la siguienteIniciativa con 

Proyecto de Decreto por el que se deroga la fracción II de artículo 41 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente: 
 

Exposición de Motivos 
 

Las democracias en el mundo están siendo fuertemente cuestionadas, la razón deriva en que los partidos 
políticos dejaron de representar a los ciudadanos, convirtiéndose meramente en representantes directos de 
los intereses de la clase política, en voz de muchos ciudadanos señalan que únicamente buscan llegar al 
poder, mantenerse ahí y ser acreedores de toda clase de privilegios. 

Dicha experiencia en el mundo nos indica que son las dificultades las que impulsan el desarrollo y 
perfeccionamiento de las instituciones.Es así que, para construir una democracia sólida, serequiere del 
cumplimiento ineludible para que todosy cada uno de los que participan se conduzcan continuamente con 
legalidad, honradez y transparencia. 

Dadas las condiciones actuales de evidente rechazo de la ciudadanía hacia la clase política, los partidos 
políticos en México deben estar sujetos a conducirse con transparencia y a representar dignamente a sus 
electores, sin que ello se traduzca en una carga económica directa y en perjuicio de cada ciudadano. 

En nuestro país, la preocupación por el gasto excesivo e ineficiente del gobierno, la corrupción implacable, 
el crecimiento desmedido de la deuda, el incremento al precio de las gasolinas vía impuestos, la devaluación 
del peso frente al dólar y los privilegios con que cuentan los integrantes de la clase política, resultan en una 
clara ofensa para el ciudadano. Esta combinación perfecta ha allanado el camino de la crisis económica 
interna que vive hoy México, ello mantiene a los millones de ciudadanos inmersos en  una gran frustración. 

El desencanto que se vive en México en contra de los políticos está generando grandes dosis de 
manifestaciones ciudadanas y de todo tipo, desde las pacificas hasta las violentas; cada día que pasa es más 
notorio que la gente ya no cree en ningún partido político ni en sus representantes. El mundo está sufriendo 
diversas trasformaciones la innovación, la tecnología, la educación, desafortunadamente el sistema político 
mexicano se resiste a ese cambio, México está ante la oportunidad de transformarse pero la corta visión de 
la clase política lo encadena y pone en peligro de extinción a los partidos políticos. Si se insiste en no 
evolucionar, seguramente seremos testigos de su desaparición. 

En respuesta a esta exigencia constante de los ciudadanos, propongomediante una reforma a la Constitución 
Política de los Estados Mexicanos, eliminar el financiamiento públicode los partidos políticos. 

 

 

 

 

SEN. FRANCISCO 

DE PAULA 

BÚRQUEZ 

VALENZUELA  
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Antecedentes Legales 

Los partidos políticos en México fueron contemplados en la legislación mexicana a partir de la Ley Electoral 
de 1911, en 1977 el sistema constitucional sentó la base para la regulación de los mismos. 

En el año de 1996 surge una reforma constitucional con el objeto de proteger a los partidos políticos de la 
influencia de los intereses de particulares y, especialmente, de la injerencia de la delincuencia organizada. 
Dicha reforma estableció el sistema de financiación de partidos políticos, haciendo recaer el monto 
dominante de su financiamiento en los recursos de procedencia federal. 

Así, se estableció que el financiamiento a los partidos con recursos públicos es encaminado a evitar que éstos 
puedan ser patrocinados por sujetos interesados. Es por ello que en aras de fortalecer la democracia  se 
consideró necesario establecer márgenes razonables de seguridad para los dirigentes de los mismos, es decir, 
diseñar instituciones electorales que impidieran el flujo de intereses económicos nacionales y extranjeros, e 
incluso de organizaciones delictivas. 

Para mejor ilustración de lo anterior se anexa el siguiente cuadro: 
FINANCIAMIENTO A PARTIDOS POLÍTICOS 

Proceso 
Artículo 
Original 

Articulo Reformado Comentarios 

Ley Electoral 
de 1911 

Se crea la Ley 
Electoral 

Capítulo VIII De los partidos políticos 
Artículo 117. “Los partidos políticos 
tendrán en las operaciones electorales la 
intervención que les señala la ley, 
siempre que reúnan los siguientes 
requisitos: 
I. Que hayan sido fundados por una 
asamblea constitutiva de cien 
ciudadanos por lo menos; 
II. Que la asamblea haya elegido una 
junta que dirija los trabajos del partido y 
que tenga la representación política de 
éste, 
III. Que la misma asamblea haya 
aprobado un programa político y de 
gobierno; 
IV. Que la autenticidad de la asamblea 
constitutiva conste por acta que 
autorizará y protocolizará un notario 
público, el que tendrá esta facultad 
independientemente de las que le 
otorguen las leyes locales respectivas; 
V. Que la junta directiva nombrada, 
publique por lo menos diez y seis 
números de un periódico de propaganda, 
durante los dos meses anteriores a la 
fecha de las elecciones primarias, y 
durante el plazo que transcurra entre 
éstas y las elecciones definitivas. 
VI. Que por lo menos con un mes de 
anticipación a la fecha de las elecciones 
primarias, la junta directiva haya 
presentado su candidatura, sin perjuicio 

Se establece la figura 
de los partidos 
políticos. 
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de modificarla si la considera 
conveniente; 
VII. Que la misma junta directiva, o las 
sucursales que de ella dependan, 
también con un mes de anticipación, por 
lo menos, haya nombrado sus 
representantes en los diversos colegios 
municipales sufragáneos y distritos 
electorales, en aquellas elecciones en 
que pretendan tener injerencia; sin 
perjuicio, igualmente, de poder modificar 
los nombramientos. 
Cuando los partidos políticos nombrares 
más de un representante, se entenderá 
que éstos deberán ejercer sus funciones 
en el orden progresivo de su 
nombramiento.” 

Constitución 
de 1917 

Artículo 9. “No 
se podrá coartar 
el derecho de 
asociarse o 
reunirse 
pacíficamente 
con cualquier 
objeto lícito; 
pero solamente 
los ciudadanos 
de la República 
podrán hacerlo 
para tomar 
parte en los 
asuntos 
políticos del 
país. Ninguna 
reunión armada 
tiene derecho a 
deliberar. 
[…]” 

_________________________________ 

Se establece el derecho 
a la libre asociación, 
incluida la asociación 
política. 

Reforma 
Política de 

1977 

Se crea el 
artículo 

ARTICULO 41."Los partidos políticos son 
entidades de interés público; la ley 
determinará las formas específicas de su 
intervención en el proceso electoral. 
Los partidos políticos tienen como fin 
promover la participación del pueblo en 
la vida democrática, contribuir a la 
integración de la representación nacional 
y como organizaciones de ciudadanos, 
hacer posible el acceso de éstos al 
ejercicio del poder público, de acuerdo 
con los programas principios e ideas que 
postulan y mediante el sufragio 
universal, libre, secreto y directo. 
Los partidos políticos tendrán derecho a 
uso en forma permanente de los medios 

Se establece la 
naturaleza jurídica de 
los partidos políticos, 
así como las bases para 
su regulación. 
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de comunicación social, de acuerdo con 
las formas y procedimientos que 
establezca la ley. 
En los procesos electorales federales los 
partidos políticos nacionales deberán 
contar, en firma equitativa, con un 
mínimo de elementos para sus 
actividades tendientes a la obtención del 
sufragio popular. 
Los partidos políticos nacionales tendrán 
derecho a participar en las elecciones 
estatales y municipales". 

Reforma 
Política de 

1996 

ARTICULO 
41."Los partidos 
políticos son 
entidades de 
interés público; 
la ley 
determinará las 
formas 
específicas de su 
intervención en 
el proceso 
electoral. 
Los partidos 
políticos tienen 
como fin 
promover la 
participación del 
pueblo en la 
vida 
democrática, 
contribuir a la 
integración de la 
representación 
nacional y como 
organizaciones 
de ciudadanos, 
hacer posible el 
acceso de éstos 
al ejercicio del 
poder público, 
de acuerdo con 
los programas 
principios e 
ideas que 
postulan y 
mediante el 
sufragio 
universal, libre, 
secreto y 
directo. 
 

Artículo 41. “[…] 
[…] 
I. […] 
II. La ley garantizará que los partidos 
políticos nacionales cuenten de manera 
equitativa con elementos para llevar a 
cabo sus actividades. Por tanto, tendrán 
derecho al uso en forma permanente de 
los medios de comunicación social, de 
acuerdo con las formas y procedimientos 
que establezca la misma. Además, la ley 
señalará las reglas a que se sujetará el 
financiamiento de los partidos políticosy 
sus campañas electorales, debiendo 
garantizar que los recursos públicos 
prevalezcan sobre los de origen privado. 
El financiamiento público para los 
partidos políticos que mantengan su 
registro después de cada elección, se 
compondrá de las ministraciones 
destinadas al sostenimiento de sus 
actividades ordinarias permanentes y las 
tendientes a la obtención del voto 
durante los procesos electorales y se 
otorgará conforme a lo siguiente y a lo 
que disponga la ley:  
a) El financiamiento público para el 
sostenimiento de sus actividades 
ordinarias permanentes se fijará 
anualmente, aplicando los costos 
mínimos de campaña calculados por el 
Órgano Superior de Dirección del 
Instituto Federal Electoral, el número de 
senadores y diputados a elegir, el 
número de partidos políticos con 
representación en las Cámaras del 
Congreso de la Unión y la duración de las 
campañas electorales. El 30% de la 
cantidad total que resulte de acuerdo 
con lo señalado anteriormente, se 
distribuirá entre los partidos políticos en 
forma igualitaria y el 70% restante se 

Se adiciona una 
fracción II, que refiere 
sobre el financiamiento 
público para los 
partidos políticos y 
campañas electorales, 
así como su regulación; 
a fin de evitar la 
injerencia de flujos 
económicos 
provenientes de 
terceros que pudiesen 
tener interés, incluidos 
aquellos provenientes 
de la delincuencia 
organizada, sean estos 
nacionales o 
extranjeros. 
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Los partidos 
políticos 
tendrán 
derecho a uso 
en forma 
permanente de 
los medios de 
comunicación 
social, de 
acuerdo con las 
formas y 
procedimientos 
que establezca 
la ley. 
En los procesos 
electorales 
federales los 
partidos 
políticos 
nacionales 
deberán contar, 
en firma 
equitativa, con 
un mínimo de 
elementos para 
sus actividades 
tendientes a la 
obtención del 
sufragio 
popular. 
Los partidos 
políticos 
nacionales 
tendrán 
derecho a 
participar en las 
elecciones 
estatales y 
municipales". 

distribuirá entre los mismos de acuerdo 
con el porcentaje de votos que hubieren 
obtenido en la elección de diputados 
inmediata anterior;  
b) El financiamiento público para las 
actividades tendientes a la obtención del 
voto durante los procesos electorales, 
equivaldrá a una cantidad igual al monto 
del financiamiento público que le 
corresponda a cada partido político por 
actividades ordinarias en ese año; y  
c) Se reintegrará un porcentaje de los 
gastos anuales que eroguen los partidos 
políticos por concepto de las actividades 
relativas a la educación, capacitación, 
investigación socioeconómica y política, 
así como a las tareas editoriales. La ley 
fijará los criterios para determinar los 
límites a las erogaciones de los partidos 
políticos en sus campañas electorales; 
establecerá los montos máximos que 
tendrán las aportaciones pecuniarias de 
sus simpatizantes y los procedimientos 
para el control y vigilancia del origen y 
uso de todos los recursos con que 
cuenten y asimismo, señalará las 
sanciones que deban imponerse por el 
incumplimiento de estas disposiciones. 
III. […] 
IV. […]” 

 

No obstante a las reformas constitucionales de 1996, la campaña presidencial inmediata presentó ciertas 
inconsistencias por parte de los dos partidos políticos que captaron mayor número de votos, tales como el 
recibir un volumen de recursos  superior al establecido por la ley y la posterior ocultación de dichos excesos; 
conductas que fueron conocidas y sancionadas en virtud de denuncias imprevistas. 

Aunado a lo anterior, el desprestigio de los partidos políticos aumentó a raíz de la incapacidad del Congreso 
para tomar decisiones y la proliferación de pequeños partidos, de los cuales algunos incurrieron en desvíos 
de los recursos asignados y gastos excesivos durante las campañas, lo que ha ocasionado un sentimiento de 
aversión por parte de la ciudadaníahacia éstos. Por lo anterior podemos decir que nos encontramos ante 
riesgos que amenazan el sistema electoral mexicano, pues aunque los procedimientos de legitimación son 
confiables, no lo son los instrumentos de mediación política. 
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Es evidente que los partidos políticos, como factores de intermediación política entre la sociedad y las 
autoridades, cuentan con todo el descrédito y rechazo por parte de los ciudadanos, lo que ocasiona que ésta 
última se encuentre a mereced las disposiciones arbitrarias de la autoridad, toda vez que carece de 
mecanismos de protección que representen los intereses colectivos. 

Así mismo, la Constitución no ha previsto mecanismos que alienten la cooperación entre los diferentes 
titulares de los órganos de poder, al no existir la posibilidad de celebrar pactos de gobierno, lo que alienta a 
que los acuerdos de coyuntura sirvan única y exclusivamente para captar más votos, dando como resultado 
acuerdos desordenados y muchas veces contrapuestos. 

Es por ello que la función mediadora del sistema electoral mexicano se encuentra disminuida, dado el rechazo 
que los ciudadanos tienen por los partidos políticos, pues éstos en lugar de tomar decisiones enfocadas a 
mejorar la democracia constitucional y a ejercer la función mediadora para la que están llamados, han 
quedado reducidos a generar un flujo desproporcionado de los recursos fiscales que el Estado destina para 
ellos. 

En este orden de ideas y atendiendo las exigencias de los mexicanos para que los partidos políticos dejen de 
significar la enorme carga económica que hoy representan, resulta impostergable realizar las modificaciones 
propuestas que obliguen a los partidos a buscar su propia fuente de financiamiento a ser competitivos 
electoralmente con buenos programas, talento e inteligencia. Lo anterior permitirá que los partidos políticos 
echen mano para desarrollar sus actividades mediante el voluntariado y no a través de una costosa 
burocracia política con cargo a los bolsillos de las familias mexicanas y con la única finalidad de atender el 
interéspolítico y no las exigencias de sus representados. 

Cabe señalar que el monto que cada año se entrega a los partidos políticos para su financiamientoes cada 
vez mayor, tan solo para el año 2017 su presupuesto es de 4,059.2 millones de pesos para financiar sus 
actividades ordinarias y actividades específicas, lo anterior no contempla los gastos de campaña. De este 
tamaño significaría el ahorro que año con año se destina al financiamiento de cada partido político, si se 
contemplara además de lo anterior el monto para atender los procesos electorales,la cantidad sería mayor, 
tan solo para atender la elección del constituyente se destinaron 91 millones de pesos. 

Con esta propuesta se pretende eliminartodo el financiamiento públicoa los partidos políticos. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta Honorable Cámara de Senadores la 
siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE DEROGA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO41 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
Único. Se deroga la fracción II del artículo 41, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
para quedar como sigue: 
 
Artículo 41. … 
 
… 
 

I. … 
… 
… 
… 
 

II. SE DEROGA 
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 III a VI. … 
 

Transitorio 
Único.El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 

Atentamente, 
Salón de Sesiones de la Cámara de Senadores, 2de febrero de 2017 

SEN. FRANCISCO BÚRQUEZ VALENZUELA 
Bibliografía 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Derechos del Pueblo Mexicano pp. 112-113, Estudios Históricos y doctrinarios. 
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3. De la Sen. Angélica de la Peña Gómez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática, con proyecto de decreto que reforma los artículos 52, 53, 54 y 56 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Quien suscribe ANGÉLICA DE LA PEÑA GÓMEZ, Senadora de la República a la LXIII 
Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 8 numeral 1, fracción I del Reglamento 
del Senado de la República, propongo a la consideración de esta Soberanía la 
siguiente: INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 
52, 53, 54 Y 56 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, (Para reducir a doscientos cincuenta el número de diputadas y 
diputados federales por ambos principios de representación y a noventa y seis el 
número de integrantes del Senado de la República), al tenor de la siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Para el jurista italiano Luigi Ferrajoli la idea de que una mayoría puede legitimar cualquier decisión, sin límites, 
contrapesos o controles representa una concepción de la democracia que es abiertamente inconstitucional. 
Y lo es ya que las mayorías pueden muy bien emanar leyes injustas además de indignantemente 
inconstitucionales, como lo acredita la actividad cotidiana de los tribunales constitucionales en los 
ordenamientos que disponen de esta jurisdicción. Pero sobre todo, la ilusión de una llamada voluntad general 
como voluntad buena no sometida a límites legales ha sido trágicamente desmentida por los totalitarismos 
del siglo pasado, que ciertamente gozaron de un consenso mayoritario y fueron en sí mismos un suicidio de 
las democracias8.  
 
Por tanto, la característica fundamental de una democracia no es tanto el consenso libre, cómo el libre 
disenso. De ahí la importancia fundamental de la representación política.  
 
En nuestra incipiente democracia y nuestro sistema electoral, la representación política recae 
necesariamente en el Congreso de la Unión, mediante el procedimiento que le permite a cada partido político 
los espacios correspondientes en virtud de la votación recibida.  
 

“En términos generales, los sistemas electorales se dividen en dos grandes tipos: los de 
mayoría, en los cuales el escaño en disputa en cada circunscripción electoral se otorga al 
candidato que obtuvo el mayor número de votos, y los de representación proporcional, que 
asignan los escaños en proporción a la votación obtenida por cada fuerza 
política.Comparando los efectos de uno y otro sistema algo es concluyente: la pluralidad 
política de una sociedad se refleja de mejor manera en los sistemas de representación 
proporcional. Los sistemas proporcionales contribuyen más al carácter representativo de las 
democracias por el resultado en la diversidad ideológica de la representación política que 
producen. Por otra parte, los sistemas de mayoría tienden, por su propia naturaleza, a 
acentuar el fenómeno de sobre y subrepresentación”9. 

                                                           
8Ferrajoli, Luigi. La democracia a través de los derechos. El constitucionalismo garantista como modelo 

teórico y como proyecto político. Traducción de Perfecto Andrés Ibañez. Editorial Trotta. Madrid 2014, p 28.  

9La representación proporcional como reivindicación del principio democrático. Periódico Excélsior 25 de 

agosto de 2015, Lorenzo Córdova Vianello, articulista. 
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Por ello, la representación política es uno de los temas que en democracia tiene un valor fundamental, ya 
que mediante ésta las distintas voces, posiciones políticas e ideologías encuentran su caja de resonancia y su 
expresión en los órganos legislativos.  
 
La representación política en nuestro país tiene su antecedente remoto en el año de 1963, año en el que 
mediante una reforma constitucional a los artículos 54 y 63 se estableció que se otorgarían 5 diputados a 
cada partido político que lograra el 2.5 % de la votación nacional y uno más por cada 0.5 % adicional hasta 
llegar a 20. 
 
Eran los tiempos del llamado partido único. La Cámara de Diputados se integraba con 210 diputados y la de 
Senadores se componía de 60 integrantes. Cabe recordar que en Quintan Roo y Baja California Sur eran 
todavía territorios federales. Los espacios democráticos eran escasos, la participación política, el derecho de 
reunión y asociación se desarrollaban en las universidades públicas, sindicatos independientes y en 
organizaciones o comunidades agrarias y otros más participaban en la lucha armada.  
 
En diciembre de 1977 aparece la gran reforma político electoral que permitió elevar a rango constitucional 
el reconocimiento de los partidos políticos como entidades de interés público y amplió el sistema de partidos 
y la participación de éstos en el Congreso. Dicha reforma establece un sistema mixto de representación 
proporcional, incrementando el número de diputados a 400 -divididos éstos en 300 uninominales y 100 
plurinominales-, redujo también los requisitos para que los partidos políticos obtuvieran su registro -si bien 
estableció dos categorías de reconocimiento, el definitivo y el condicionado- y reconoció personalidad a las 
asociaciones políticas. Todo ello permitió la incorporación de nuevos actores políticos. En estas 
circunstancias, el Partido Demócrata Mexicano (PDM), el Partido Comunista Mexicano (PCM) y el Partido 
Socialista de los Trabajadores (PST) solicitaron y obtuvieron su registro condicionado. Además, cuatro 
asociaciones políticas nacionales de izquierda (Unificación y Progreso A.C., la Unidad Izquierda Comunista, el 
Movimiento por el Partido Revolucionario de los Trabajadores y Acción Comunitaria A.C.) quedaron 
habilitadas para participar electoralmente en alianza con algún partido político. 
 
Esta reforma significó en su objetivo fundamental que todas las fuerzas políticas, sociales e ideológicas del 
país encontraran su representaciónen un primer momento en la Cámara de Diputados y posteriormente en 
el propio Senado de la República.  
 
Sin embargo, el tema de la representación política no es ajeno a la crítica y al escrutinio público. Hay que 
reconocer que actualmente se ha llegado a cuestionarse seriamente la falta de confianza y descrédito de la 
institución legislativa.  
 
Hoy a raíz de la crisis económica y el aumento indiscriminado al precio de los combustibles, los 
cuestionamientos apuntan hacia lo siguiente:  
 

¿Qué tanto cuestan los representantes populares cuyo origen es la representación 
proporcional? ¿Qué tanto le cuestan a las finanzas nacionales los partidos políticos? ¿Podría 
ese dinero servir para combatir la pobreza y la desigualdad en México? ¿Es cara la 
democracia en México? ¿Son escasos sus resultados favorables? ¿Cuáles son los problemas 
reales que atiende la democracia? ¿Qué tan necesaria es ahora la representación 
proporcional?.El método, a 54 años de haberse implantado en México, ha pasado por varias 
etapas: Integró a la representación nacional, estatal y municipal a cuadros destacados de los 
partidos; incrementó la pluralidad en las instancias de representación política; disminuyó 
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tensiones; mejoró la calidad del debate político, pero gradualmente ha degenerado...10. 
 
En virtud de lo antes señalado, la iniciativa que se somete a la consideración de esta alta Soberanía va 
encaminada a disminuir significativamente el número de diputados federales por ambos principios (mayoría 
relativa y representación proporcional) hasta en una mitad y la de Senadoras y Senadores por el principio de 
primera minoría, sin afectar la representación proporcional. Con ello la división geográfica electoral se 
reduciría a 125 distritos electorales y la asignación de diputados plurinominales sería también de 125 
diputados en lascinco circunscripciones plurinominales. 
 
Con ello si bien la Cámara de Diputados y el Senado de la República tendrían un ahorro significativo al reducir 
a la mitad a las y los diputados y eliminar la figura de Senadoras y Senadores de primera minoria, no se vería 
afectada la pluralidad política del país. Recordemos que actualmente existen propuestas encaminadas a 
eliminar de tajo la representación proporcional bajo un discurso de falsa austeridad y que de aprobarse 
llevaría al Congreso de la Unión a la época del llamado Partido de Estado.  
 
Por otra parte proponemos que en el caso del Senado de la República sea obligación de todas y todos los 
Senadores independientemente de la vía en la que fueron electos informen a la ciudadanía al término de 
cada año legislativo de las actividades legislativas, de representación, oficiales y de Grupo Parlamentario que 
hayan realizado en dicho periodo, con la finalidad de garantizar en esta Cámara los principios de legalidad, 
fiscalización, transparencia y rendición de cuentas.  
 
En mérito de lo expuesto se somete a la consideración de esta Soberanía la siguiente: 
 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 52, 53, 54 Y 56 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  
 
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 52, 53, 54 y 56 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar cómo sigue: 
 
Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por 125 diputados electos según el principio de 
votación mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, y 125 diputados que 
serán electos según el principio de representación proporcional, mediante el Sistema de Listas Regionales, 
votadas en circunscripcionales 
 
Artículo 53. La demarcación territorial de los 125 distritos electorales uninominales será la que resulte de 
dividir la población total del país entre los distritos señalados. La distribución de los distritos electorales 
uninominales entre las entidades federativas se hará teniendo en cuenta el último censo general de 
población, sin que en ningún caso la representación de una entidad federativa pueda ser menor de dos 
diputados de mayoría. 
 
Para la elección de los 125 diputados según el principio de representación proporcional y el Sistema de Listas 
Regionales, se constituirán cinco circunscripciones electorales plurinominales en el país. La Ley determinará 
la forma de establecer la demarcación territorial de estas circunscripciones. 
 
Artículo 54. La elección de los 125 diputados según el principio de representación proporcional y el sistema 

                                                           
10Los pluris y los partidos un debate interminable. Revista Critica. Hermosillo Sonora. Martes 31 de enero de 

2017, artículo de Bulmaro Pacheco M. 
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de asignación por listas regionales, se sujetará a las siguientes bases y a lo que disponga la ley: 
 
I a VI … 
 
Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por noventa y seis senadores, de los cuales, en cada Estado 
y en la Ciudad de México, dos serán elegidos según el principio de votación mayoritaria relativa. 
 
Los treinta y dos senadores restantes serán elegidos según el principio de representación proporcional, 
mediante el sistema de listas votadas en una sola circunscripción plurinominal nacional. La ley establecerá 
las reglas y fórmulas para estos efectos. 
 
La Cámara de Senadores se renovará en su totalidad cada seis años.Al término de cada año legislativo 
deberán informar a la ciudadanía de las actividades legislativas, de representación, oficiales y de Grupo 
Parlamentario realizadas en dicho periodo. 
 

 
TRANSITORIO 

 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  
 
 

ATENTAMENTE 
 

 
 

SENADORA ANGÉLICA DE LA PEÑA GÓMEZ 
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4. De la Sen. Ana Gabriela Guevara, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con proyecto 
de decreto por el que se reforman los artículos 71 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 

La Suscrita, ANA GABRIELA GUEVARA ESPINOSA, Senadora de la República, del 
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en esta LXIII Legislatura del Honorable 
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 71 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los 
artículos 4, 8, numeral 1, fracción I, 164 y 169, del Reglamento del Senado de la 
República, me permito someter a la consideración del Pleno esta Soberanía, la 
presente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMANLOS 
ARTICULOS 71 Y 73 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, al tenor de las siguientes: 

Consideraciones: 

1.- Nuestro país está viviendo una catástrofe humanitaria que, acorde con los tiempos deshumanizadores, 
se comporta como parte de una cultura de usos y costumbres que está enraizada en las formas de 
transmisión de información, conocimiento, socialización, incluso de entretenimiento. Es la violencia contra 
la mujer. Y no como un rasgo cultural, sino como un puntal de la estructura cultural de la sociedad. Esta 
tendencia mayúscula se manifiesta casi en todas las expresiones sociales, en lenguaje, en los currículos 
ocultos de la educación, en la experiencia intrafamiliar. 

La violencia contra la mujer es un caldo de cultivo histórico que se encuentra arraigado incluso en las 
ideologías jurídicas, en los procesos íntimos de lo que se considera la célula de la sociedad, las familias; en 
los currículos ocultos del sistema educativo; en las dinámicas de las instituciones; en la inmensa 
permisibilidad de los tratos agresivos que son un agente de expansión a la violencia explícita. 

Hay que añadir que este tema oscuro aún es un campo desconocido porla compleja vida psicológica de los 
sujetos, tanto en la experiencia de la víctima como del victimario, en la experiencia de los géneros, en los 
estudios que tienen la intención de desplazarse al área legislativa para que los efectos de la justicia sean 
comprensivos de la complejidad del tema.  

Transformar la realidad de la violencia contra las mujeres implica esfuerzos culturales inmensos que tienen 
que reunir a instituciones, organizaciones no gubernamentales, líderes, academias, sociedad civil para 
desarrollar una influencia pertinente en un sistema de creencias y comportamientos añejos y cultivados, 
masivos. 

Por ello queremos dar pasos firmes e inamovibles, pasos que se sumen a la tendencia que mandata ya la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los derechos humanos. La defensa de los derechos 
humanos, recordémoslo, es un tejido mundial que crea sus propias tensiones y que las aplica 
afortunadamente, sobre todo en los países que han suscrito los tratados internacionales en la materia. Por 
ello es viable conjugar tensiones internas y externas para dar el salto cualitativo que ya en la sociedad se 
fragua. Experimentar una vida sin violencia sistemática es un derecho que desde hace años se demanda, se 
exige y que se construye. Los diversos tratados que México ha suscrito y que son de dominio de este 
parlamento ya forman parte de una afortunada tensión internacional que ejerce una saludable presión para 
apresurar los desequilibrios en materia legislativa.  

Veamos un caso de esta saludable presión hacia nuestro país:  

En el marco del Día Internacional para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, ONU Mujeres, 24 de 
noviembre de 2016, seis representantes de las Naciones Unidas se reunieron en una conferencia de prensa 
para hacer un llamado a los gobiernos, al sector privado, a las organizaciones y a la sociedad en general, para 
crear alianzas e invertir para poner fin a la violencia contra las mujeres y las niñas, pandemia que afecta a 
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dos de cada tres mujeres en México. En el mundo, al menos una de cada tres mujeres ha sufrido violencia 
física o sexual, principalmente por parte de su pareja (ONU Mujeres 2015), y en México, de acuerdo a la 
ENDIREH[1], el 47% de las mujeres ha sido víctima de violencia por parte de su pareja y una de cada 5 mujeres 
ha sido víctima de violencia en el ámbito laboral. En el año 2015 se registraron en promedio 6.2 asesinatos 
de mujeres al día.  

Esta violencia se ejerce todos los días y en todos los ámbitos y constituye una de las violaciones a los derechos 
humanos de las mujeres más reiterada, extendida y arraigada en el mundo. Impacta en la salud, en la libertad, 
en la seguridad, y en la vida de las mujeres y de las niñas, socava el desarrollo de los países y daña a la 
sociedad en su conjunto. 

A pesar de la creciente toma de conciencia respecto de la violencia contra las mujeres como una grave 
violación a los derechos humanos y como obstáculo para el desarrollo, los esfuerzos concretos para prevenir 
y poner fin a la violencia contra las mujeres y las niñas no cuentan con financiamiento suficiente. Si se desea 
alcanzar para el año 2030 las ambiciosas metas establecidas en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), 
que enfatizan la eliminación de la violencia contra las mujeres y las niñas, se requiere de soluciones 
innovadoras y de nuevas alianzas que movilicen fondos de todas las fuentes disponibles: los gobiernos, el 
sector privado, las organizaciones y las personas. 

En sus mensajes, representantes del sistema de Naciones Unidas hicieron un llamado a renovar los esfuerzos 
de todos los órdenes y niveles de gobierno, la sociedad civil, la academia y el sector privado y en México para 
seguir promoviendo el derecho de niñas, jóvenes y mujeres, incluyendo a las mujeres transgénero y 
transexuales, a una vida libre de violencia. 

En: http://mexico.unwomen.org/es/noticias-y-eventos/articulos/2016/11/25nov2016. 

Para fortalecer el argumento de la favorable tensión internacional se investigó y halló un notable documento 
titulado: “Convenios internacionales y equidad de género: un análisis de los compromisos adquiridos por 
México” de Elizabeth Maier del Colegio de la Frontera Norte. Refiero una gran parte de este texto porque 
considero que la construcción argumental profunda, cuidadosa y profesional viene de nuestros 
investigadores. Incorporar sus trabajos, en su completud sirve como un puntal de observación privilegiada. 
Esta traslación de trabajos hacia el Senado debería ser un régimen ya que no siempre las propuestas vienen 
asentadas por un trabajo de amplio aliento como este: 

En: http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-74252007000300008 

Ahí se señala que “Con la aprobación de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres —en 
correspondencia a compromisos adquiridos durante los cinco lustros recientes mediante la adhesión a una 
serie de tratados y acuerdos internacionales dirigidos a eliminar la discriminación de género que 
experimentan las mujeres— se inicia una nueva etapa en la evolución del enfoque constitucional de la 
relación entre los géneros en México. Las pautas jurídicas para la anhelada ciudadanización plena de las 
mujeres mexicanas se establecen a partir de los principios rectores de la igualdad, la no discriminación y la 
equidad”. “Esos contenidos se han plasmado transversalmente en las reflexiones, conclusiones y planes de 
acción de las múltiples conferencias internacionales y convenciones intergubernamentales referidas al tema 
de la equidad de género, los cuales han obligado a México a la progresiva incorporación de la perspectiva de 
género al funcionamiento institucional, según los contenidos, orientaciones y criterios de dichos 
documentos, a partir de la elaboración legislativa, la formulación de políticas públicas y el diseño de los 
ejercicios presupuestales”. 

“El Estado y gobierno mexicanos, entonces, se han responsabilizado de la modificación de creencias, 
actitudes y acciones que expresen o promuevan la discriminación de género. De tal manera, la orientación 
de dichos acuerdos insta al Estado mexicano a crear las condiciones para la democratización de los ámbitos 
público, privado e íntimo, resimbolizando y resignificando así al propio imaginario colectivo nacional mientras 
se proporciona a las mujeres condiciones de mayor paridad para acercarse cada vez más plenamente al 

http://mexico.unwomen.org/es/noticias-y-eventos/articulos/2016/11/25nov2016
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-74252007000300008
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ejercicio igualitario. Dichos convenios también incluyen mecanismos de evaluación periódica de los avances 
logrados y distintos dispositivos institucionales internacionales para la revisión y atención de la 
inconformidad ciudadana frente al ritmo de avance alcanzado y las violaciones específicas registradas de los 
compromisos adquiridos”. 

“Durante las tres décadas ocurridas desde la Primera Conferencia Internacional de la Mujer en 1975 se ha 
atestiguado un proceso de progresiva comprensión de la complejidad de la discriminación de género, 
comprensión inmersa en la tensión entre los anhelos del discurso de la igualdad formal y las implicaciones 
concretas de las diferencias —fisiológica, sociohistórica y experiencial— para la plena realización de dicha 
igualdad. Construyendo un puente conceptual entre la igualdad y la discriminación, la categoría 'equidad de 
género' articula un campo de interrelación más parejo a través del reconocimiento del significado de las 
diferencias en la producción y reproducción de la subordinación y discriminación. Equidad de género es un 
concepto forjado y afinado a partir de la práctica de las múltiples organizaciones de mujeres que durante las 
últimas cuatro décadas elaboraron agendas de justicia genérica y democracia sociopolítica cada vez más 
complejas y precisas en todo el mundo, entretejiéndolas con las nuevas realidades que el reacomodo 
estructural de la globalización de las décadas de tránsito entre siglos había fijado en la vida de las mujeres y 
hombres. En este sentido, la evolución del concepto de equidad de género atestigua una dialéctica de intensa 
interrelación entre la progresiva influencia de un expansivo movimiento social globalizado, dinámico y 
decidido a la modificación de las relaciones desiguales entre los sexos, por un lado, y la vigorosa elaboración 
teórica que permitió el descubrimiento y visibilización de la opresión femenina, la identificación de sus 
variadas y complejas expresiones, la precisión de estrategias de empoderamiento y la reconceptualización 
de categorías tan significativas para las sociedades y las ciencias sociales como son lo privado y lo público, el 
poder, lo político, la democracia, la ciudadanía y los derechos humanos. Situado en el complejo tejido de las 
relaciones sociales, dicho concepto remite al campo de la justicia por ser una vía de la realización de la 
libertad y la igualdad (Mouffe, 1993: 79). Pero a diferencia de este fin social de las sociedades liberales —la 
igualdad (Bobbio, et al., 1981: 846)—, la equidad incorpora la noción de la diferencia biológica y sociocultural, 
el reconocimiento social de ésta y la consiguiente formulación de políticas positivas transitorias como 
prerrequisito para establecer las condiciones de la igualdad. 

“La Cedaw es, sin duda, la Constitución fundacional universal de los derechos de las mujeres. Dibuja un mapa 
social de los campos en que se manifiesta la discriminación de género. Advierte los dispositivos que faculta 
la reproducción de dicha discriminación en cada campo y señala las pautas estratégicas que los Estados 
firmantes están obligados a asumir para su plena reversión. Aun cuando inicialmente podría haber parecido 
sólo como un primer acercamiento a la problemática de la subordinación de las mujeres, por faltar 
referencias más detalladas a la autonomía del cuerpo, los derechos sexuales y reproductivos y la violencia de 
género, a la postre la Cedaw resalta como una guía integral que ha servido como pauta referencial para las 
convenciones y conferencias internacionales posteriores. 

“La última gran innovación que la Cedaw ha aportado al paradigma de los derechos humanos, se centra en 
la extensión de la responsabilidad estatal frente a la violación de los derechos de las mujeres. 
Tradicionalmente se ha considerado al Estado y sus representantes como los únicos sujetos violadores de los 
derechos humanos, siendo el ámbito público su geografía por excelencia y la única esfera social de su 
vigencia. Por esto muchos de los agravios que experimentaron las mujeres aparentemente escaparon del 
campo de los derechos humanos por situarse en el ámbito de lo privado, en el complejo tejido simbólico y 
material de las dinámicas de la pareja y la familia, siendo los violadores individuos privados y no 
representantes del Estado. Así que responsabilizar al Estado por la conducta, acciones, actitudes y 
percepciones de las y los ciudadanos particulares, expresado en la Cedaw por la encomienda a "modificar los 
patrones socioculturales de hombres y mujeres", da una vuelta de kaleidoscopio al paradigma de los 
derechos humanos, para permitir la entrada al ámbito de lo individual y privado y a las profundas 
dimensiones del habitus. El Artículo 5 compromete a los estados parte a tomar medidas apropiadas 
para:modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la 
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eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier índole que estén basados en la 
idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres 
y mujeres” 

Este capítulo es central porque se va a articular a los mandatos constitucionales vigentes:  

Los derechos de las mujeres como derechos humanos 

“En este sentido, se reconocen los aportes de la Cedaw al paradigma de los Derechos Humanos en la 
Declaración de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en Viena, en 1993, cuando explicita que: "Los 
derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos 
humanos universales...." 

Reconocer los derechos de las mujeres a partir del principio de la indivisibilidad que integra a los derechos 
humanos en un conjunto paradigmático sin jerarquía de importancia apunta a dos aspectos innovadores: a) 
sitúa a los derechos de las mujeres en el mismo plano que el derecho a la vida, la libertad de expresión, el 
derecho al trabajo, a la ciudadanía política o la salud, para sólo mencionar algunos de los derechos 
indivisibles, reconociendo así su mayoría de edad como derechos con plena validez, vigencia y trascendencia; 
b) coloca a futuros derechos humanos —actualmente en proceso de elaboración o todavía no— dentro del 
prisma de la perspectiva de género; es decir, los pone a prueba frente al análisis de cómo impactan 
diferencialmente a hombres y mujeres; en lugar de anexar a las mujeres a derechos que emergieron o 
emergen de la perspectiva y experiencia de los varones, como históricamente había sido el caso hasta 
entonces. Incluir a la experiencia femenina dentro de los propios procesos de construcción de lo humano 
reconfigura a la vez la noción misma de lo humano, diversificándose, enriqueciéndose y democratizándose. 
Al mismo tiempo, abrazar la experiencia de las mujeres como prioridad en la determinación de la dirección 
del desarrollo social y en la elaboración de los criterios jurídicos y éticos que orientan la convivencia 
internacional y nacional, como indica la Declaración de Viena, implica necesariamente "colocar el cuerpo en 
el centro de la mirada y, por lo tanto, colocarlo en la agenda política" (Vargas, 2006: 3). 

Visibilizar la violencia 

“La historia de la evolución de los derechos de las mujeres plasmados en los acuerdos internacionales 
constata un proceso contemporáneo globalizado de creciente ciudadanización femenina, que se cristaliza en 
los contextos nacionales y locales en ejercicios de cada vez mayor democratización sociopolítica. Dicho 
proceso de ciudadanización, profundizado en la modernidad tardía con el desarrollo generalizado en los 
países industrializados de la conciencia de las mujeres del derecho de tener derechos (Arendt, en Jelin, 1997: 
67) en las décadas de 1960 y 1970, se enfocó durante la década de 1980 en las implicaciones de las diferencias 
para la realización de la igualdad de género, exigiendo en la década de 1990 mecanismos compensatorios 
para la creación de un campo de juego más parejo en que se pudiera articular la igualdad. Este proceso 
evidenció que los tradicionales derechos económicos, sociales, políticos y culturales no bastaban para 
garantizar una ciudadanía plena de las mujeres, sino que la condición de género les etiqueta dimensiones de 
vulnerabilidad ancladas a lo íntimo del cuerpo o lo privado del reparto de labores femeninas en la división 
sexual de trabajo, lo que a la vez cruza o transversaliza el territorio de los tradicionales derechos políticos, 
económicos, sociales y culturales. En su artículo pionero, escrito hace 15 años, Alda Facio (1991: 18) enfatiza 
esto, anotando que para la mujer: 

La satisfacción del derecho a la vivienda, educación y trabajo no significa que esté libre de la violencia 
doméstica, acoso sexual y jornadas laborales de 20 horas. La ausencia de guerra no conlleva a la paz en su 
hogar. La ausencia de un régimen autoritario y dictatorial en el país no significa libertad personal para la 
mujer.... 

Fue sólo hasta el último lustro de la década de 1980 cuando algunas feministas empezaron a nombrar a la 
violencia de género dentro de la pareja y la familia como violencia doméstica, lo cual posibilitó la visibilización 
y tipificación de la manifestación más habitual, socialmente aceptada y culturalmente extendida de violación 
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al derecho a la integridad física y psíquica —y aun al mismo derecho a la vida— de un sector social particular. 
La violencia histórica contra las mujeres ilustra el margen más extremo y autoritario del ejercicio de poder 
genérico. Dichas prácticas violentas existen en todas las culturas, implicando la previa definición del cuerpo 
femenino como destinatario de castigos y disciplinamientos socialmente aceptados, con el fin —como diría 
Foucault (1976)— de producir y reproducir cuerpos sumisos y subordinados. Tradicionalmente tolerada y 
aun encubierta por ellas mismas —por una serie de factores sociales, psicológicos y estructurales que a partir 
de la lógica hegemónica de inversión simbólica entre víctima y victimario constata las dinámicas de la 
categoría de violencia simbólica de Pierre Bourdieu—,16 esta forma brutal de violencia se suma a otras 
múltiples expresiones de agresión genérica dirigidas a las mujeres y descubiertas, nombradas, diseccionadas 
y denunciadas por el análisis feminista y la agencia de los grupos y organizaciones de mujeres. La violación, 
el abuso sexual, la trata de mujeres, la prostitución forzada y el acoso sexual, junto con la violencia doméstica 
física y psíquica hacia las mujeres fueron articulando progresivamente un rompecabezas conceptual de una 
violencia social de género —generalizada, reconocida, aceptada y normalizada—, rompecabezas que 
contesta los sentidos culturales tradicionales que representan al abanico de violencia hacia las mujeres como 
un acontecimiento privado, cuyas causas generalmente se encuentran en la actuación de la propia mujer 
agredida. En este sentido, la violencia de género fue concebida hasta hace poco como una violencia merecida, 
por considerarla como repuesta justificada a alguna trasgresión a las fronteras del comportamiento femenino 
debido” ( a esto nos referíamos con los patrones culturales). 

 

Poco después de la apertura para firmas de la Cedaw, durante la década de 1980, se empezó a escuchar la 
voz de alarma del movimiento feminista acerca de la violencia de género, identificándola como un hecho 
sociocultural extendido, naturalizado y dañino no sólo para las mujeres, sino para las hijas e hijos, la salud 
familiar y laboral, así como para los propios procesos de desarrollo. A través del Artículo 5 de la Cedaw, que 
adjudica la responsabilidad por las conductas individuales, actitudes y acciones discriminatorias o 
perjudiciales por razones de género a los mismos Estados firmantes, el movimiento de mujeres situaba dicha 
violencia en el corazón del campo de los derechos humanos. La disputa por la hegemonía discursiva penetró 
a las grandes instituciones internacionales intergubernamentales, los medios de comunicación, organismos 
de derechos humanos, ámbitos académicos, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones 
políticas, confrontando el discurso tradicional de privatización y naturalización de la violencia con el sentido 
sociocultural, colectivo y masivo del fenómeno. En poco tiempo se generó un consenso internacional en favor 
de la tipificación de la violencia de género como hecho social inaceptable y violatorio de los derechos 
humanos, perfilándose como un tema de amplio consenso entre fuerzas políticas de todos colores y 
corrientes religiosas diversas. 

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (OEA, 1994) 
recoge esta visión, explicitando que la violencia hacia la mujer está anclada en la asimetría del reparto de 
poder en la relación de género. Las contribuciones del documento al cúmulo de derechos de las mujeres —
reconocidos para entonces como derechos humanos en la Declaración de la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos 1993, en Viena— son múltiples, destacándose de nuevo la dialéctica entre actores 
privados y públicos en la responsabilidad de la violación de los derechos humanos de las mujeres. En esta 
instancia, el Estado asume la responsabilidad por la persistencia o el cambio de actitudes, acciones y 
comportamientos agresivos y violentos motivados por razones de género. Uno de sus mayores aportes es la 
definición de manera puntual, integral y holística de la violencia hacia la mujer, indicada en el  

Artículo 1: 

Para los efectos de esta Convención debe de entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, 
tanto en el ámbito público como en el privado. 

En el Artículo 2 se precisa: 
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Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: 

 

a. Tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que 
el agresor comparte o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, 
violación, maltrato y abuso sexual. 

b. Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, 
violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar 
de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar. 

c. Que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra. 

Su segundo aporte se centra en la atención a la víctima y la tipificación del delito, instando a los estados a 
revisar su legislación penal, civil y administrativa, modificar o abolir leyes vigentes o prácticas 
consuetudinarias que resulten en la persistencia y tolerancia de la violencia hacia la mujer y adoptar medidas 
jurídicas que protejan a la mujer violentada, faciliten el juicio contra su agresor, fijen penas correspondientes 
a la gravedad del crimen y proporcionen medidas compensatorias para la reparación del daño. 

La tercera contribución de la Convención Interamericana se encuentra en su Artículo 8, donde se detallan las 
distintas medidas que los estados parte deban adoptar para combatir la violencia de género, recobrando los 
contenidos de la Cedaw y aplicándolos a la violencia genérica. Las medidas indicadas son: la promoción del 
conocimiento y el respeto al derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en correspondencia con las 
premisas históricas de los derechos humanos; el diseño de programas de educación formal y no formal para 
modificar los patrones culturales de hombres y mujeres que resulten en prácticas y creencias estereotipadas 
y prejuiciosas para cualquiera de los géneros y se basen en la inferioridad o superioridad genérica; el fomento 
de la capacitación y sensibilización del personal policial y jurídico en materia de la violencia contra la mujer; 
proporcionar servicios especializados para las mujeres violentadas, como son refugios, orientación, atención 
a las niñas y niños y capacitación laboral; promover programas para la sensibilización del público sobre el 
tema de violencia de género, y finalmente, garantizar la investigación y recopilación de estadísticas sobre las 
causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer. 

De tal manera, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
situó el tema de la violencia de género en la agenda pública de los países, socializando, politizando y 
criminalizando hechos hasta entonces considerados privados y personales, ejemplificando así el lema 
feminista de los primeros años de la segunda ola de 'lo personal es político'. Politizar lo personal y privado 
marca una ruptura paradigmática con las premisas de una modernidad que segregó el ámbito público del 
privado como base de su modo productivo, a la vez que pone las pautas para la consolidación de una nueva 
manera de percibir y vivir la realidad social, la relación entre géneros y la división sexual de trabajo, 
paralelamente proporcionando una nueva lectura de los derechos humanos que se ocupe de violaciones en 
ambas esferas. 

Mecanismos y dispositivos de vigilancia 

El Protocolo de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación hacia la Mujer, 
firmado por México en 1999 y ratificado en 2003, refuerza los mecanismos de institucionalización 
internacional y nacional para la plena realización y respeto a los enunciados de la Cedaw. Dicho Protocolo 
faculta al Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (el Comité) a recibir comunicaciones 
presentadas por personas o grupos de ciudadanos de un país adherente sobre violaciones de los derechos 
plasmados en la Cedaw, ciudadanizando y democratizando de esta manera el proceso de aplicación y 
cumplimiento con los compromisos adquiridos. Así, el Comité se constituye en un observatorio internacional, 
reconocido e investido por los estados parte con la autoridad de la intervención vigilante, la evaluación de 
situaciones de inconformidad ciudadana y la formulación de recomendaciones éticamente obligatorias para 
dichos estados. A pesar de no ser un mecanismo de atención inmediata, dado los tiempos marcados por el 
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proceso de acceso al Comité, que requiere agotar las instancias nacionales de denuncia de violación de 
derechos humanos y los plazos de investigación de parte del Comité y entrega de repuestas de parte del 
Estado en cuestión, consistiendo de seis meses cada uno, sin duda el Comité constituye una autoridad 
internacional simbólica, un dispositivo democratizante de atención a la inconformidad y denuncia ciudadana 
y un referente de presión para el cumplimiento de la Cedaw de parte de los estados.25 

Por otra parte, el Plan de Acción de Pekín compromete a los estados firmantes a entregar informes periódicos 
a la Comisión para el Estatus de la Mujer (la Comisión), creado en 1996, sobre el diseño y aplicación de 
estrategias y planes de acción dirigidos al logro de sociedades nacionales generoigualitarias. La Comisión 
tiene como mandato la responsabilidad de monitorear, revisar, evaluar los avances y retos para la aplicación 
de la Plataforma de Acción en las doce áreas de acción estratégica que la conforman. Para contar con una 
visión más completa de la labor del Estado en la promoción de la equidad de género, la Comisión también 
incorpora a su evaluación del mismo periodo el informe-sombra elaborado por asociaciones y organismos de 
la sociedad civil de cada país firmante, que desde una perspectiva crítica revisa los avances y retos del 
cumplimiento de los compromisos adquiridos. En este sentido, la Comisión funge potencialmente como un 
dispositivo de ampliación democrática, promoviendo la participación e influencia de entidades civiles en 
informar, promover y evaluar las políticas públicas de género y asimismo la actuación del Estado en este 
campo”. 

“Los estados-nación adherentes, cuya adscripción y ratificación de dichos acuerdos internacionales les 
compromete a aceptar sus premisas y enunciados, integrándolos y aplicándolos desde el centro de mando 
del quehacer político de las estructuras e instituciones estatales. La dialéctica entre estos tres actores —la 
sociedad civil organizada feminista y de mujeres, las entidades supranacionales y los estados y sus 
gobiernos— ha definido el campo en que hoy en día se disputan los sentidos culturales y sociales de la 
economía política de género, marcando un paulatino — pero de ninguna manera lineal— avance hacia una 
sociedad generoequitativa”. 

“Las contribuciones del acervo de dichos acuerdos internacionales a la comprensión de la problemática de 
género empiezan con la propia definición y censura de lo que es la discriminación sexual, identificando la 
división sexual del trabajo que históricamente ha responsabilizado a las mujeres por el cotidiano trabajo 
hogareño y la nutrición familiar, como un dispositivo de reproducción de la asimetría de género. Destacan el 
valor de los aportes de la participación de las mujeres en los procesos de desarrollo nacional a partir de su 
inserción tradicional en dicha división laboral, a la vez que indican cómo tal inserción y la ideología que la 
acompaña limitan la plena participación femenina en todos los ámbitos de la sociedad. Aunado al papel de 
la tradicional división sexual de trabajo en la reproducción de la discriminación de género, dichos 
documentos desglosan múltiples dispositivos y mecanismos sociales que aseguran la subordinación de la 
mujer, mencionándose, entre otros, los patrones matrimoniales; las vías de acceder a la nacionalidad; la falta 
de acceso a la educación y capacitación; la ausencia de control sobre el propio cuerpo, sexualidad y capacidad 
reproductora; la dependencia y desigualdad económica; la carencia de oportunidades equitativas; el ejercicio 
de la violencia de género en todas sus formas, y los impedimentos al pleno ejercicio de la ciudadanía 
femenina. Reconocen como un obstáculo para la construcción de sociedades generoequitativas a los 
contextos de guerra, ocupación extrajera y colonialismo y neocolonialismo. A su vez, enfatizan los impactos 
doblemente discriminatorios de la intersección de varias dimensiones identitarias de exclusión, como ocurre 
en el caso de las mujeres pobres, las indígenas, las afrolatinas, las jefas de familia, las mujeres mayores y las 
niñas, abogando por una consideración y atención especial para garantizar la puesta en marcha de 
mecanismos y políticas que promuevan procesos equitativos y compensatorios de deconstrucción de la 
desigualdad de género. Finalmente, consideran la interrelación de distintas herramientas teórico-
metodológicas para intensificar los procesos de transición cultural hacia sociedades género-equitativas, 
destacando metodologías como: gendermainstreaming o la transversalización de la perspectiva de género 
en todos los ámbitos del quehacer gubernamental, el enfoque de ciclo de vida que articula la condición de 
género con las distintas etapas vitales y la participación activa de hombres y mujeres en la empresa de 
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democratización social y familiar”. 

“Establecidos los mecanismos de observación, monitoreo, evaluación y recomendación, la síntesis de estos 
acuerdos internacionales —que atienden de manera total o parcial la propuesta de la desarticulación de la 
desigualdad de género y el logro de condiciones de equidad— ofrece un modelo estratégico metodológico 
para su apropiación y defensa por parte de la ciudadanía, no sólo a nivel nacional, sino también a nivel estatal 
y municipal. La inclusión formal en los mecanismos oficiales de evaluación del Comité Contra la 
Discriminación Contra la Mujer y la Comisión para el Estatus de la Mujer del actor ciudadano como agente 
activo de vigilancia de la implementación de los convenios y planes faculta a agrupaciones ciudadanas —en 
una especie de reedición de la conceptualización clásica de la democracia— a incidir directamente en la 
revisión y evaluación del rumbo, extensión e intensidad de la realización de los compromisos adquiridos. 

 

“No obstante, los convenios adscritos tienen vigencia en todo el tejido nacional, ofreciendo la oportunidad 
de múltiples niveles de participación local y la articulación de una nutrida red observatorio con núcleos 
ciudadanos de evaluación y análisis en todos los estados y municipios de la república, que finalmente tienen 
injerencia no sólo en el enriquecimiento y precisión de los informes-sombra nacionales y la denuncia de los 
casos concretos de violaciones a los derechos humanos de las mujeres, sino que también orientan el 
amoldamiento de la propia política de género en los espacios estatales y locales a lo largo de dicha red de 
vigilancia. Esto es lo que potencialmente ofrecen estos convenios, planes de acción y protocolos dedicados 
a la promoción de la equidad de género, un espacio institucional para la agenda ciudadana en la construcción 
de una sociedad más democrática, equitativa y libre. Sin dicha participación activa y vigilante de mujeres —
y hombres— que comprendan la genealogía y significado del enfoque de género y sin la presión de 
agrupamientos y organizaciones de mujeres que expresen sus necesidades e insistan en la realización de sus 
derechos plasmados en dichos acuerdos, se corre el riesgo de asimilar a estas propuestas radicalmente 
transformadoras del orden social a un ejercicio diluido, asistencial, fragmentado, burocrático y aún 
preformativo, cuyo impacto finalmente sea la mera modificación y reacomodo del orden genérico actual: 
resimbolizando y resignificacando los papeles sexuales, pero finalmente reproduciendo un orden genérico 
que siga siendo segregado, jerárquico y discriminatorio. En este sentido, la clave de la deconstrucción de la 
asimetría sexual se encuentra en la activa y creciente contribución de participantes de la visión equitativa a 
la candente disputa contemporánea por los sentidos culturales de género. 

Hasta aquí el argumento desarrollado por la investigadora Elizabeth Maier del Colegio de la Frontera Norte. 

Ahora bien, este tensor internacional adquirido por la suscripción de los acuerdos y a los tratados 
internacionales es viable presentarlo, vivificarlo como un agente catalizador continuo. Quienes pretendemos 
agilizar contenidos legislativos, conceptualizaciones no inscritas, laxas o activas aún, dentro de los códigos 
legales, necesitamos activar esta facultad de los tensores internacionales. Al firmar nuestro país estos 
documentos aceptó formar parte y adherirse a las tendencias y demandas mundiales. Esta estructura legal 
internacional tiene que servir como un  poderoso impulso de toma de decisiones, en primera instancia legales 
para que podamos materializarlos en leyes.  

Tenemos conciencia de que las legislaciones internas respecto, sobre todo, las que pretenden inhibir las 
causas y las acciones de violencia contra la mujer, tienen otro ritmo de conceptualización, de aprobación, de 
iniciativa, de estructura. Por ejemplo las alertas de género podrían tener otro formato. Se percibe una 
morosidad alarmante para emitirlas; la tan ansiada armonización legislativa en todos los estados respecto al 
tema mencionado; o la intolerable morosidad y resistencia de algunos ministerios en atender violencia contra 
la mujer. Hay muchos otros ejemplos…producción estadísticas, mapas delincuenciales temáticas, fomento y 
protección a la cultura de la denuncia.  

Por ello hemos de apelar, nuevamente al mandato constitucional de 2011, respecto a los derechos humanos:  

2.- La Comisión Nacional de los Derechos Humanos acaba de presentar su informe de actividades del 2016. 
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Queremos usar su aportación de observaciones para demostrar la falta de armonización en materia legal de 
las entidades. Queremos apelar e todo ese documento como un argumento con el fin de fortalecer nuestra 
iniciativa. Este se encuentra en la dirección web: 
http://informe.cndh.org.mx//uploads/nodos/10792/content/files/20temasmonitoreo(1).pdf 

En el capítulo III. GRUPOS DE ATENCIÓN PRIORITARIA Y OTROS TEMAS, capítulo 6. Igualdad entre Mujeres y 
Hombres, página 87.  

La CNDH suscribe que, “a través de este programa, se enfoca en tres vertientes:  

a) Observancia del seguimiento, evaluación y monitoreo, de la Política Nacional de observancia del 
seguimiento, evaluación y monitoreo, de la Política Nacional de Igualdad entre Mujeres y Hombres (PNIMH), 
para proponer mejoras, en un diálogo igualdad entre Mujeres y Hombres (PNIMH), para proponer mejoras, 
en un diálogo constructivo con las instituciones encargadas de cumplirla; 

b) Promoción de los derechos humanos de las mujeres y proporcionar herramientas promoción de los 
derechos humanos de las mujeres y proporcionar herramientas a las/los servidoras/es públicas/os para que 
ejerzan sus funciones atendiendo a la perspectiva de género (PEG), y 

c) Atención de quejas por presuntas violaciones a derechos humanos de las mujeres basadas en 
discriminación de género. 

Como resultado de las acciones de acopio de información en el marco de la observancia y del monitoreo, se 
publicaron el Diagnóstico de los principios de igualdad y no discriminación a partir de las leyes federales y de 
las entidades federativas, en el cual se recomienda que todas las entidades federativas en sus leyes de no 
discriminación, reconozcan la discriminación por razón de género de manera específica; y el Diagnóstico de 
la violencia contra las mujeres a partir de la ley federal y de las entidades federativas de acceso de las mujeres 
a una vida libre de violencia  dentro del que se identificaron 18 tipos y modalidades de violencia, de las cuales 
10 se encuentran previstas en la legislación de todas las entidades y de la Federación.  

Asimismo, se publicó el Estudio sobre la Igualdad entre Mujeres y Hombres en Materia de Puestos y Salarios 
en la Administración Pública Federal (APF) 2015 entre cuyas recomendaciones se señala la incorporación de 
la perspectiva de género en el diseño de las medidas que se tomen para lograr la igualdad de hombres y 
mujeres en materia de puestos y salarios; y los Principales Resultados sobre la Encuesta de Igualdad y no 
Discriminación por Razón de Género, de los cuales se identificó la persistencia de elementos culturales que 
significan obstáculos para la igualdad de facto entre mujeres y hombres. 

 

Sin embargo nos concentraremos en las observaciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
sin entrar a sus consideraciones.  

Por temas:  

1.-Leyes y reglamentos en materia de Igualdad entre Mujeres y Hombres. 

el orden federal; sin embargo a la fecha no se ha expedido el Reglamento. 

 

Michoacán, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Sonora, Tlaxcala y Veracruz). 

2.- Leyes y reglamentos en matera de no discriminación: 

 

 

http://informe.cndh.org.mx/uploads/nodos/10792/content/files/20temasmonitoreo(1).pdf
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 ocho entidades cuentan con reglamento para prevenir y eliminar la discriminación: Chihuahua, 
Coahuila, Colima, Morelos, Puebla, Querétaro, Sonora y Guanajuato. 
 

3.- Delito de discriminación. 

 Federal 

 

Sonora). 

4. Leyes y Reglamentos de Atención, Prevención y Sanción de la Violencia 

Familiar. 

 

 

 

vención, Asistencia y Atención Integral 
de la Violencia Familiar del Estado de Chiapas”, publicada en el Periódico Oficial del estado el 8 de 
julio de 1998, así como con su respectivo reglamento publicado en el Periódico Oficial el 25 de junio 
de 2003, no obstante, dicha ley y su reglamento quedaron abrogados el día 3 de mayo de 2006, de 
conformidad con lo señalado por el artículo Cuarto Transitorio del “Código de Atención a la Familia y 
Grupos Vulnerables para el Estado Libre y Soberano de Chiapas”, publicado el 2 de mayo de 2006, en 
el cual, se regula lo correspondiente a la prevención, asistencia y atención integral de la violencia 
familiar. 

correspondiente. 

 

5. Leyes y Reglamentos de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
 

el 1 de febrero de 2007. 

 esta materia. 

 

6. Leyes que prevén la violencia obstétrica. 

Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Colima, Durango, Estado de México, Guanajuato, Hidalgo, 
Morelos, Nayarit, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Tamaulipas, Tlaxcala y Veracruz). 

 Yucatán lo publicó, pero por la publicación de una nueva ley fue abrogado. En Campeche no hay 
reglamento.  

Guerrero y Veracruz. 

7. Delito de violencia familiar. 

a Federación, la Ciudad de México y los 31 
estados de la República. 
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“violencia familiar, los cuales son: 

Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, 
Durango, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Morelos, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco, 
Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, y Zacatecas. 

y Sonora. 

familiar o intrafamiliar equiparada, estos son: Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, 
Chiapas, Coahuila, Colima, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Morelos, Nayarit, 
Nuevo León, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz, 
Yucatán y Zacatecas. 

 

intrafamiliar equiparada en sus códigos penales, siendo los siguientes: Campeche, Chihuahua, 
Durango, Estado de México, Oaxaca, Quintana Roo y Tlaxcala. 
 

8. Delito de violencia obstétrica. del monitoreo realizado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
se observó que, en el ámbito federal no existe tipificación de la violencia obstétrica. 

9. Delito de abuso sexual. 

sexual está prevista en todos los Códigos Penales de la República 
Mexicana, aunque con distintos nombres, penalidades y particularidades. 

 

sexual como tal (Baja California, Baja California Sur, Campeche, Ciudad de México, Chiapas, 
Chihuahua, Coahuila, Colima, Durango, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, 
Michoacán, Morelos, Oaxaca, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tlaxcala y Yucatán). 

Nuevo León lo tipifican como atentados al pudor; Zacatecas como 
atentados a la integridad de las personas; y, Puebla como ataques al pudor. 

Querétaro y Sonora lo sancionan como abusos deshonestos. Jalisco prevé el delito de abuso sexual 
infantil para menores de edad, y el delito de atentados al pudor para las personas mayores de edad. 

 menor de edad. 

10. Acoso Sexual. 
 

  

sexual), Ciudad de México, Coahuila, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Nayarit, 
Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tamaulipas y Veracruz. 

 

Aguascalientes, Baja California, Chiapas, Chihuahua, Colima, Durango, Hidalgo, Michoacán, Morelos, 
Nuevo León, Oaxaca, Sonora, Tabasco, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas. 

11. Hostigamiento Sexual. 
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loa y Veracruz. 

12. Delito de violación. En la Federación y el total de las entidades federativas prevén el tipo penal de 
violación. 

13. Delito de estupro. 
 

 

al haberlo derogado de su código penal el 18 de octubre de 2012; lo mismo 
sucedió en Zacatecas, al haberlo derogado en su código penal el 1 de junio de 2016. 

14. Delito de rapto. 
 

 

contempla: Chiapas, Coahuila, Colima, Hidalgo, Nuevo León, Sinaloa 
y Sonora 

15. Delito de feminicidio. 
 

 

ctima es 
mujer. 

16.- Participación política de las mujeres. 

Se advierte que la participación en el plano municipal, es muy inferior en comparación con la 
participación en el nivel federal, toda vez que el porcentaje a nivel nacional de presidentas 
municipales es de 12.21%, comparado con la participación a nivel federal en puestos de elección 
popular, que supera el 30%. Participación política de las mujeres en la composición de la LXIII 
Legislatura (2015-2018): Diputados/as. El 42.60% de la Cámara de Diputados Federal está compuesto 
por mujeres. Participación política de las mujeres en la composición de la Cámara de Senadores/as. 
El 35.94% de las senadurías está ocupado por mujeres. Participación política de las mujeres en los 
Gobiernos estatales. 31 entidades federativas de la República Mexicana están gobernadas por 
hombres. El Estado de Sonora está gobernado por una mujer, lo que representa el 3%. Participación 
política de las mujeres en los Congresos Locales. Las mujeres ocupan el 42 % de los Congresos locales. 
Distribución de Presidentes/as Municipales y Jefaturas Delegacionales (en el caso de la Ciudad de 
México). Las mujeres ocupan el 12.21 % de las presidencias municipales y Jefaturas Delegacionales 
(en el caso de la Ciudad de México). 

Hasta aquí los monitoreos . 

En este mismo documento arriba sintetizado, se menciona otro documento cuyo subtítulo es contundente: 
Diagnóstico de la violencia contra las mujeres a partir de las leyes federales y de las entidades federativas.  

Sito en http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/Diagnostico-Violencia-
_20161212.pdf 

En ese documento, se reitera el asunto de la armonización legislativa:  

“De este modo, los tres Poderes de la Unión tanto federales como estatales, tienen el deber de realizar actos 
de protección y adecuaciones legislativas para garantizar el respeto de los derechos humanos, así como 

http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/Diagnostico-Violencia-_20161212.pdf
http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/Diagnostico-Violencia-_20161212.pdf
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también tienen el deber de abstenerse de cualquier actividad o conducta que vaya en perjuicio de los 
derechos humanos de las personas. La conformación y vigencia de un marco normativo que comprenda la 
igualdad y la no discriminación tanto en el ámbito federal como en las distintas entidades, significa un primer 
paso para el respeto y garantía de los derechos humanos. No obstante, es preciso adaptar el marco 
normativo a las necesidades de la sociedad, y a los retos que ésta impone. (subrayado nuestro).  

Así, la armonización legislativa supone una serie de acciones que el Poder Legislativo puede implementar, 
tanto en el ámbito federal como en el local. Entre las acciones que destacan, y también se identifican algunas 
consecuencias de las omisiones para procurar marcos normativos armonizados” 

Acciones a implementar, en el marco de la armonización legislativa: Derogación de normas específicas, 
entendiendo esto como la abolición parcial de una ley, privando sólo de vigencia a algunas de las normas que 
la misma establece o limitando su alcance de aplicación. Abrogación de cuerpos normativos en forma íntegra 
privando de esta forma de vigencia a una ley o cuerpo normativo, de manera completa. La adición de nuevas 
normas Reformas de normas existentes para adaptarlas al contenido del tratado o para permitir su desarrollo 
normativo en orden a su aplicación, inclusive la creación de órganos públicos, de procedimientos específicos, 
de tipos penales y de infracciones administrativas. 

Ahí mismo se avisa de Consecuencias de la omisión de acciones para la armonización legislativa: La 
contradicción normativa o conflicto normativo: La diferencia que existe entre un enunciado jurídico y otro. 
La generación de lagunas legislativas: Esto es que un caso en específico carece de solución porque la ley en 
la materia no lo contempla. Redundancia en la legislación: se refiere al caso en el que el legislador dicta una 
nueva ley y sus disposiciones pueden contradecir otras normas ya existentes, aunque sean coherentes entre 
sí. La falta de certeza en la observancia y aplicación de la norma El debilitamiento de la fuerza y efectividad 
de los derechos.  Dificultades para su aplicación y exigibilidad. Fomento a la impunidad al permitir la 
interpretación de la norma de manera discrecional y personal  
 

En el marco de lo descrito, es indispensable tener en cuenta que 

…el Poder Legislativo necesita analizar que todas leyes emanadas de él se encuentren vinculadas con la 
igualdad entre mujeres y hombres y con la no discriminación y, en caso contrario, promover su armonización 
legislativa con perspectiva de género, para evitar contradicciones, un sistema jurídico deficiente o ambiguo, 
que pueda traer como consecuencia un desconcierto legal o simplemente, el incumplimiento con los 
compromisos internacionales o atribuciones constitucionales. Además en todas aquellas iniciativas de ley se 
incorpore la perspectiva de género 

Palabras de Rannauro Melgarejo, Elizardo. “El derecho a la igualdad y el principio de no discriminación: la 
obligación del gobierno de México para realizar la armonización legislativa con perspectiva de género”, 

Más abajo señalan los Puntos a revisión en las nociones sobre tipos y modalidades de violencia contra las 
mujeres. Se considera que el planteamiento y la existencia de las leyes para garantizar el acceso de las 
mujeres a una vida libre de violencia, debe tener como base el adecuado planteamiento y abstracción del 
problema de la violencia contra las mujeres; es decir, se requiere precisión en las definiciones, identificación 
adecuada de las condiciones bajo las cuales se da la violencia, así como de la diversidad de tipos y 
modalidades en que puede reconocerse. 

 Relativos a las mujeres, como personas a quienes les trasgreden sus derechos a través de actos que 
constituyen violencia. 

 Relativos a la intencionalidad del agresor. 

 Relativos a las acciones constitutivas de la violencia. 

 Relativos a la afectación de los derechos de las mujeres. 
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Asimismo hay que añadir el capítulo referente a la violencia feminicida y el tema conflictivo de declaratorias 
de alerta de género. Hay que señalar que esta misma iniciativa tiene el propósito de crear las condiciones 
para que una vez detectadas ciertos eventos delictivos y su regularidad, crear los mecanismos para que esta 
alerta de género se emita con celeridad.  

“La ley define a la alerta de violencia de género como “el conjunto de acciones gubernamentales de 
emergencia para enfrentar y erradicar la violencia feminicida en un territorio determinado, ya sea ejercida 
por individuos o por la propia comunidad”. Su objetivo consiste en “garantizar la seguridad de las mismas 
[mujeres], el cese de la violencia en su contra y eliminar las desigualdades producidas por una legislación que 
agravia sus derechos humanos”.  

“Por su naturaleza, implicaciones, complejidad y por el ser la más grave de las violencias contra las mujeres 
es necesario que las legislaciones reconozcan a la violencia feminicida y las consecuencias, así como la 
responsabilidad del Estado para prevenirla. Derivado de que en 20 entidades federativas se esté llevando a 
cabo un procedimiento de AVGM el que se tomen medidas en contra de ésta, deben ser llevadas a cabo a la 
brevedad”. 

Así, así las cosas.  

3.- Resumiendo argumentaciones. Nuestra intención es crear un dispositivo legislativo interno, en el 
Reglamento Interno de esta institución, que dadas las circunstancias de emergencia, de crisis evidente, en 
cierto tema de derechos humanos, se le dé un trámite preferente, a modo del derecho que tiene el titular 
del ejecutivo para que sus iniciativas sean procesadas en un tiempo perentorio. Consideramos que la 
violencia contra la mujer ha llegado a un punto intolerable para el género femenino. Obsérvese el número 
de estados que tienen Procedimiento de Declaratoria de AVGM. 20 ESTADOS. Creemos que la situación es 
altamente de emergencia. Por ello es nuestro propósito que dada esta situación; dados los diagnósticos 
puntuales de la CNDH en su informe 2016, de las ONG,s; de las demandas para emitir la AGVM; de las 
estadísticas dramáticas sobre este tema, es que el Senado de la República posea este dispositivo para que 
cree las condiciones para que sus facultades legislativas se concentren extraordinariamente en desarrollar, 
dictaminar o elaborar las observaciones pertinentes en materia legislativa, para hacer los llamados a los 
estados de la República, a los Congresos locales, municipios u delegaciones y lograr la armonización 
legislativa urgente observada por la CNDH en su último informe y los requerimientos que faltan por 
desarrollar respecto a observaciones que los instrumentos internacionales demandan en la materia. Este 
dispositivo no sería exclusivo del tema aquí señalado, sino de cualquier tema que muestre el nivel de 
catástrofe, respecto a los derechos humanos y apelando al Artículo 1º Constitucional que mandata: “Todas 
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”.  

 

La propuesta es la siguiente:  
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

LEY VIGENTE PROPUESTA DE REFORMA 

Artículo 71. …: 

I. a IV…. 

… 

El día de la apertura de cada periodo ordinario 
de sesiones el Presidente de la República podrá 
presentar hasta dos iniciativas para trámite 
preferente, o señalar con tal carácter hasta dos 
que hubiere presentado en periodos 
anteriores, cuando estén pendientes de 
dictamen. Cada iniciativa deberá ser discutida y 
votada por el Pleno de la Cámara de su origen 
en un plazo máximo de treinta días naturales.  

 

 

 

... 

... 

Artículo 71. …: 

I. a IV…. 

… 

El día de la apertura de cada periodo ordinario 
de sesiones el Presidente de la República podrá 
presentar hasta dos iniciativas para trámite 
preferente, o señalar con tal carácter hasta dos 
que hubiere presentado en periodos 
anteriores, cuando estén pendientes de 
dictamen. Así mismo y en caso de que 
existauna crisis evidente en ciertos temas de 
derechos humanos,podrá presentar en 
cualquier momento la iniciativa preferente 
correspondiente.Cada iniciativa deberá ser 
discutida y votada por el Pleno de la Cámara de 
su origen en un plazo máximo de treinta días 
naturales.  

... 

... 

Artículo 73. ...: 

I. a XXX. ... 

Artículo 73. ...: 

I. a XXX. ... 

XXXI. Expedir de manera prioritaria y con 
carácter de preferente las leyes que 
establezcan concurrencia de la Federación, los 
Estados, la Ciudad de México y los Municipios, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, 
en materia de violencia contra las mujeres en 
cualquiera de sus modalidades, atendiendo 
las recomendaciones que se tengan del tema, 
por parte de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos lo anterior con la finalidad de 
promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad, progresividad y cumpliendo 
con los tratados internacionales de los que 
México sea parte. 

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta Soberanía, el siguiente: 

P R O Y E C T O   D E   D E C R E T O 

ARTÍCULO ÚNICO.-Se reforma el artÍculo 71 y se adiciona una fracción XXXI al artículo 73 de la Constitución 
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Política de los Estados Unidas Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 71. …: 

I. a IV…. 

… 

El día de la apertura de cada periodo ordinario de sesiones el Presidente de la República podrá presentar 
hasta dos iniciativas para trámite preferente, o señalar con tal carácter hasta dos que hubiere presentado en 
periodos anteriores, cuando estén pendientes de dictamen. Asi mismo y en caso de que exista una crisis 
evidente en ciertos temas de derechos humanos, podra presentar en cualquier momento la iniciativa 
preferente correspondiente.Cada iniciativa deberá ser discutida y votada por el Pleno de la Cámara de su 
origen en un plazo máximo de treinta días naturales. 

… 

… 

Artículo 73. ...: 

I. a XXX. ... 

XXXI. Expedir de manera prioritaria y con carácter de preferente las leyes que establezcan concurrencia de la 
Federación, los Estados, la Ciudad de México y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
en materia de violencia contra las mujeres en cualquiera de sus modalidades, atendiendo las 
recomendaciones que se tengan del tema, por parte de la Comisión Nacional de Derechos Humanos lo 
anterior con la finalidad de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad y cumpliendo con los 
tratados internacionales de los que México sea parte. 

A T E N T A M E N T E 

 

SENADORA ANA GABRIELA GUEVARA ESPINOSA 
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5. Del Sen. Jesús Casillas Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, 
con proyecto de decreto que reforma la fracción IV del artículo 154 y el artículo 162 de la Ley de Desarrollo 
Rural Sustentable. 
 

El suscrito, Senador JESÚS CASILLAS ROMERO, integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Revolucionario Institucional en esta LXIII Legislatura del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en los artículos 4, 8, 
fracción I y 164 del Reglamento del Senado de la República, someto a la 
consideración de esta honorable Cámara de Senadores, Iniciativa con Proyecto de 
Decreto que reforma la fracción IV del artículo 154 y artículo 162, ambos de la Ley 
de Desarrollo Rural Sustentable, para que los migrantes mexicanos repatriados 
sean contemplados expresamente como grupo vulnerable de atención prioritaria 
y de asistencia social, a través de todas las vertientes del bienestar social que 

prevé el Capítulo XV del Título Tercero de dicha legislación,de conformidad a la siguiente: 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

De acuerdo al Consejo Nacional de Población (CONAPO), la migración México-Estados Unidos, es un 
fenómeno de carácter principalmente económico que responde a la combinación de diversos factores 
estructurales, tales como las disparidades salariales y de ingresos, demográficos y una creciente 
integración polifacética entre ambos países. 

De acuerdo con datos de esta institución, los flujos migratorios de México a Estados Unidos datan de finales 
del siglo XIX, sin embargo, fue en la década de los 40’s que tomó mayor auge, cuando por causa de la 
participación de esta nación en la Segunda Guerra Mundial, sobrevino una escasez de trabajadores en el 
mercado laboral, lo que dio lugar a la contratación de trabajadores temporales mexicanos, bajo convenios 
en el marco de lo que fue conocido como “Programa Bracero” (1942-1964), principalmente migración 
temporal, masculina, de origen rural y prioritariamente con destino a la agricultura. 

En 1965, Estados Unidos optó finalizarestos convenios  y controlar el flujo migratorio,sin embargo, éste no 
se detuvo y miles de mexicanos continuaron migrando de manera indocumentada. Así, esta persistencia 
provocó que a partir de la década de los 70’s cobrara gran relevancia la migración mexicana, proveniente 
principalmente de las zonas rurales de los estados del occidente y norte del país. 

Ya en la década de los 80’s, las crisis económicas sufridas en ese entonces en nuestro país, implicaron mayor 
diversificación de flujos migratorios que incorporaron a personas de clase media , con mayores niveles 
educativos que se empleaban más en el sector industrial y de servicios, que de la agricultura. No obstante, 
los principales centros de expulsión siguen siendo los de origen rural del bajío mexicano. 

Para finales de esta década y principios de los 90’s, habría más de 4 millones de migrantes mexicanos y para 
el año 2000 habría superado los 8 millones, de los cuales, el 60% era nativo de zonas rurales. 

A la fecha, la comunidad Mexicoamericana asciende a más de 34 millones de personas, de los cuales, 12.4 
millones nacieron en México, indocumentados en su inmensa mayoría. De ellos, 38.7% es de origen rural en 
México, de acuerdo al Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). 

A lo largo del tiempo, nuestros connacionales en Estados Unidos han logrado una cierta estabilidad social y 
económica a base de su gran tenacidad, trabajo constante y esfuerzo, pues el 93% de la población 
económicamente activa se encuentra empleada. Los provenientes de zonas rurales y que se incrustaron 
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laboralmente también en trabajos de índole rural en Estados Unidos, adicionalmente lacerados con las 
consabidas condiciones, como largas jornadas, bajo salarios, falta de acceso a seguridad social, inestabilidad 
laboral, falta de protección física, exposición a elementos de riesgo, entre otros. 

Lamentablemente, como hoy lo sabemos, nuestros paisanos se han insertado aún más en un contexto social 
y político sumamente adverso. La toma de posesión del Presidente Electo de los Estados Unidos de América, 
Donald Trump, trajo consigo un clima de incertidumbre y miedo, en mérito de sus ya conocidas advertencias 
y políticas anti inmigratorias. 

Las amenazas de deportaciones masivas, posicionan a nuestros connacionales en ese país en una situación 
especialmente vulnerable, particularmente para 11 millones de mexicanos en calidad de indocumentados, 
cuya repatriación es más latente que nunca. 

En México se trabaja en la creación de estrategias de apoyo, orientación y protección de sus derechos, sin 
embargo, también debemos estar pendientes y conscientes de la implementación de medidas urgentes ante 
la potencial contingencia de deportaciones masivas, garantizar la protección a los derechos humanos en esos 
procesos de repatriación, su reinserción social, económica y productiva ya en nuestro país, como también, el 
acceso a servicios públicos, entre ellos los servicios de salud y educación y en general el fortalecer las políticas 
públicas de apoyo a migrantes. 

Hoy más que nunca, el Estado Mexicano se ha involucrado de manera constante y con mayor interés en la 
calidad de vida de sus connacionales emigrantes. El Senado de la República no es ajeno a esta situación y 
como ya es sabido, se ha conformado un grupo de Senadores para coadyubar en los trabajos en pro de 
nuestros migrantes.  

Para ello, se han realizado una serie de planteamientos sobre acciones y medidas, algunas de carácter 
legislativo, que pudieran implementarse a la brevedad posible para proveerles apoyo y cobijo, tanto en los 
Estados Unidos como en nuestro país, en caso de deportación. 

En esa inercia, a partir de este periodo ordinario de sesiones, tendrá verificativo la presentación de una serie 
de iniciativas encaminadas a tales fines, para el caso del presente documento, a través de los mecanismos 
de bienestar y desarrollo económico y social de las comunidades rurales, en particular para con nuestros 
migrantes repatriados, integradas como sujetos que forman parte de los grupos vulnerables de dichas 
comunidades en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

Como ya se dijo, del universo de migrantes mexicanos en riesgo de deportación, cerca del 39 % son de origen 
rural, quienes, así se entiende, aquellos repatriados regresarían a sus comunidades de origen. 

Dentro de las prioridades de la referida Ley de Desarrollo Rural Sustentable, se contempla la relativa a la 
elevación en la calidad de vida de la población rural. En sus contenidos podemos identificar en su capítulo 
XV, un apartado encaminado al bienestar social y atención prioritaria, de manera que en base a la 
coordinación de los tres órdenes de gobierno, se fomente el denominado Programa Especial Concurrente, 
para de manera conjunta con la organización social, coadyuvar a superar la pobreza, estimular la solidaridad 
social, el mutualismo y la cooperación, en apoyo de grupos vulnerables del medio rural, entre los que 
evidentemente se localizan nuestros migrantes. 

Luego, en la fracción IV del artículo 154 de la Ley en cita, como en su artículo 162, se contemplan sendos 
programas especiales para la atención de beneficiarios específicos. 

El primero, encaminado a grupos vulnerables vinculados al sector agropecuario, específicamenteetnias, 
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jóvenes, mujeres, jornaleros y discapacitados. 

En el segundo de los casos, encaminado a grupos vulnerables vinculados al sector rural, específicamente 
etnias, jóvenes, mujeres, jornaleros, adultos mayores y discapacitados. 

Como se lee, la diferencia de beneficiarios específicos es el grupo de adultos mayores, que se entiende 
pertenecen al sector rural, pero ya no directamente en las actividades agropecuarias. 

En ambos casos, los programas especiales y de beneficiarios específicos estarán enfocados a su propia 
problemática y posibilidades de superación, mediante actividades económicas conjuntando los 
instrumentos de impulso a la productividad con los de carácter asistencial y con la provisión de 
infraestructura básica a cargo de las dependencias competentes, así como con programas de empleo 
temporal que atiendan la estacionalidad de los ingresos de las familias campesinas. 

En ambos casos, agropecuario o rural, caben perfectamente las hipótesis de los migrantes, pues los que son 
originarios y residentes de dichas comunidades pertenecen al sector rural, aunque no laboren en las 
actividades agropecuarias. 

No obstante, en ambos supuestos de programas especiales, no se contempla el grupo vulnerable de los 
migrantes repatriados, que se augura incrementará considerablemente a partir del presente año, por las 
razones dadas con antelación.Grupo vulnerable que se pretende incluir. 

Con ello, se pretende que la población migrante, además de estar contemplada en lo general en los 
programas de integración de los factores del bienestar social, como son la salud, la seguridad social, la 
educación, la alimentación, la vivienda, la equidad de género, la cultura y la recreación; también se 
contemplen en los casos de beneficiarios específicos de los sectores agropecuario y rural, a fin de atender 
de manera particular su propia problemática, su asistencia social y algo muy importante, en programas de 
empleotemporal en el medio rural. 

Esto es, contemplarlos expresamente como grupo vulnerable de atención prioritaria y asistencia social, a 
través de todas las vertientes del bienestar social que prevé el capítulo XV del Título Tercero de la Ley de 
Desarrollo Rural Sustentable; en el marco del Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural 
Sustentable. 

Lo anterior, complementado con medidas de protección a derechos humanos y que fomenten el arraigo de 
las familias migrantes, de conformidad al artículo 163 de la propia Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable, que para el ejercicio fiscal que 
transcurre, fue adicionado con un nuevo rubro en la vertiente de desarrollo social, denominado “Atención al 
Migrante” con un presupuesto de 156 millones de pesos, adicionales a los 75 millones de pesos que ya 
contemplaba desde ejercicios anteriores en el rubro de Relaciones Exteriores. 

Para ello, se sugiere reformar la fracción IV del artículo 154 y artículo 162 de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable en lostérminossugeridos en la siguiente… 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

MEDIANTE LA CUAL SEREFORMA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 154 Y ARTÍCULO 162, AMBOS DE LA LEY 
DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE, PARA QUE LOS MIGRANTES MEXICANOS REPATRIADOS SEAN 
CONTEMPLADOS EXPRESAMENTE COMO GRUPO VULNERABLE DE ATENCIÓN PRIORITARIA Y DE 
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ASISTENCIA SOCIAL, A TRAVÉS DE TODAS LAS VERTIENTES DEL BIENESTAR SOCIAL QUE PREVÉ EL CAPÍTULO 
XV DEL TÍTULO TERCERO DE DICHA LEGISLACIÓN. 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción IV del artículo 154 y artículo 162, ambos de la Ley de Desarrollo 
Rural Sustentable, para quedar como sigue: 

 

Artículo 154.- (…) 

(…) 

I.  a la III. (…) 

IV.  Para la atención de grupos vulnerables vinculados al sector agropecuario, específicamente etnias, 
jóvenes, mujeres, jornaleros, discapacitadosy migrantesrepatriados, con o sin tierra, se 
formularán e instrumentarán programas enfocados a su propia problemática y posibilidades de 
superación, mediante actividades económicas conjuntando los instrumentos de impulso a la 
productividad con los de carácter asistencial y con la provisión de infraestructura básica a cargo 
de las dependencias competentes, así como con programas de empleo temporal que atiendan la 
estacionalidad de los ingresos de las familias campesinas. 

 

V.  a la VI. (…) 

Artículo 162.- Para la atención de grupos vulnerables vinculados al sector rural, específicamente etnias, 
jóvenes, mujeres, jornaleros, adultos mayores, discapacitados y migrantes repatriados, con o sin tierra, se 
formularán e instrumentarán programas enfocados a su propia problemática y posibilidades de superación, 
conjuntando los instrumentos de impulso a la productividad con los de carácter asistencial y con la provisión 
de infraestructura básica, así como con programas de empleo temporal que atiendan la estacionalidad de los 
ingresos de las familias campesinas, en los términos del Programa Especial Concurrente. 

T R A N S I T O R I O 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el “Diario Oficial de la 
Federación”. 

A T E N T A M E N T E 

SENADOR JESÚS CASILLAS ROMERO 

Dado en la Ciudad de México, al 1erdía del mes de febrero del 2017. 
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6. Del Sen. Jorge Luis Preciado Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con 
proyecto de decreto por el que se reforma el inciso c) del artículo 115 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 
 

JORGE LUIS PRECIADO RODRÍGUEZ, Senador de la República de la LXIII Legislatura 
del Congreso de la Unión,  en ejercicio de la facultad conferida en la fracción II del 
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 8 numeral, 1 fracción I, 164 y 169 del 
Reglamento del Senado de la República, someto a la consideración de esta 
Honorable Soberanía, la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 
QUE SE REFORMA EL INCISO C) DEL ARTÍCULO 115 DE LA LEY GENERAL DE 
INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES. 

Lo anterior, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Cada uno de los integrantes del Poder Judicial de la Federacion, asi como los integrantes de los poderes 
judiciales de las entidades federativas, tiene a su cargo responsabilidades de gran importancia; ya que, en el 
desempeño de su labor, toman decisiones que involucraneminientemente los derechos de la población, son 
un órgano garante para que los actos de autoridad y las decisionestomadas por las instituciones sean 
apegados a la legalidad y la constitucionalidad. De tal suerte que, dependiendo del grado de responsabilidad 
jerarquíca que tengan dentro de sus respectivos órganos jurisdiccionales, deben cumplir con una serie de 
requisitos para poder calificar y poder cumplir con los criterios de  elegibilidad  para el desempeño de dichos 
encargos. Con base en lo expresado, nos da evidiencia de que cuanto más alto sea el nivel jerárquico y la 
instancia judicial de la que esten encargados, mayor será el número de requisitos que deberán cubrir y la 
exigencia de ellos. 

En el caso de los Magistrados Electorales tanto de la Sala Superior y de las Salas Regionales del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, como de los Órganos Jurisdiccionales Locales,también tienen a 
su cargo grandes responsabilidades y la toma de preponderantes decisiones, encaminadas a la protección de 
los derechos político-electorales de todos los ciudadanos, así como a garantizar la vida democrática de 
nuestro país, al convertirse en revisores de la actividad de los organos jurisdiccionales electorales locales. 

Debido a lo anterior, es de suma importancia contar conprofesionistas más y mejor calificados para 
desempeñar las funciones inherentes aestas magistraturas y,para asegurar la experticia -como ya se 
comento- es necesario exigir una serie de requisitos, los cuales deben estar en concordancia con la posición 
jerárquica que ocupan dentro de este orden judicial. 

En este orden de ideas, en el caso de los Magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación se requiere, para ocupar dicho cargo, entre otros tantos requisitos, contar 
con Título Profesionalexpedido legalmente y, con un mínimo de 10 años de práctica profesional11. Para el 
caso de los Magistrados que integran la SalasRegionales del propio Tribunal, se requiere que el Título 
Profesional cuente con 5 años de antigüedad, al día de la designación.12Mientras tanto, para ser Magistrado 

                                                           
11Artículo 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

 Los magistrados electorales de las Salas Regionales, además de satisfacer los requisitos establecidos por el artículo 106 de esta ley, 
deberán reunir los siguientes: 
I.- (…); 
II.- (…); 
III.- (…); 
IV.- Contar con título de Licenciado en Derecho expedido legalmente y práctica profesional de cuando menos cinco años; 
(…) 
12Artículo 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
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de alguno de los 32 Órganos Jurisdiccionales Locales se exigen 10 años de antigüedad en la expedición del 
Título Profesional, al igual que los Magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, existiendo discrepancia en los requisitos, ya que las instancias jurisdiccionales 
locales realizan actos que son revisados por las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación en una instancia y de forma definitiva, por la Sala Superior del mismo órgano jurisdiccional 
federal. 

Con base en lo expuesto, es evidente que los requisitos antes enunciados no fueron considerados en relación 
al grado jerárquico que ocupan los Magistrados de los distintos órganos jurisdiccionales, ya que se requieren 
10 años de antigüedad de expedido el Título Profesional al día de su designación a los que pretendan integrar 
los Tribunales Electorales Locales, equiparando con este requisito, al exigible para el desempeño del cargo 
de Magistrado que conformala Sala Superior del Poder Judicial de la Federación en Materia Electoral y a uno 
de los requisitos para ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación13. 

De tal suerte,  y con la finalidad de privilegiar la congruencia en la integración de los órganos jurisdiccionales 
en relación directa con sus responsabilidades y el grado jerárquico en la resolución de los asuntos, es 
fundamental que los ciudadanos encargados de garantizar nuestra vida en democracia -como Estado- y 
encargados de proteger nuestros derechos político-electorales -como ciudadanos- sean profesionistas con 
experiencia y experticia en el área legal. Es básico que, con la finalidad de otorgar a los aspirantes a estos 
cargos, igualdad y proporcionalidad en los requisitos de elegibilidad, se debe requerir el cumplimiento de 
ciertas formalidades con base al cargo que pretenden ostentar. 

Por lo expuesto en párrafos anteriores, someto a consideración de estahonorable Soberanía la siguiente 
iniciativa, para reformar la cantidad de años de antigüedad de expedido el Título Profesional, requerido para 
ser Magistrado electoral de los Órganos Jurisdiccionales Locales, enunciado en el artículo 115, inciso c) de la 

                                                           
Para ser electo ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (también son requisitos para ser magistrado de la Sala Superior, 
con fundamento en el artículo 212 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación), se necesita: 
I. (…) 
II. (…) 
III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por 
autoridad o institución legalmente facultada para ello; 
(…) 
 
Artículo 115 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
“ 1. Para ser Magistrado Electoral se requieren los siguientes requisitos:  
a) (…) 
b) (…) 
 c) Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho expedido por 
autoridad o institución legalmente facultada para ello; 
(…)” 
13Artículo 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Para ser electo ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (también son requisitos para ser magistrado de la Sala Superior, 
con fundamento en el artículo 212 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación), se necesita: 
I. (…) 
II. (…) 
III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por 
autoridad o institución legalmente facultada para ello; 
(…) 
Artículo 115 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
“ 1. Para ser Magistrado Electoral se requieren los siguientes requisitos:  
a) (…) 
b) (…) 
 c) Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho expedido por 
autoridad o institución legalmente facultada para ello; 
(…)” 
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Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y, con ello, disminuir de 10 años a la cantidad de 
5 años, homologando asi este requisito entrelos Magistrados Electorales de los órganos jurisdicciones locales 
al de los Magistrados que integran las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. De este modo, se pretende que haya relación y concordancia entre los requisitos y el grado 
jerárquico que se pretende ocupar, en razón de la instancia que resuelve cada una de las instancias 
jurisdiccionales electorales. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL INCISO C) DEL ARTÍCULO 115 DE LA 
LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES. 

ARTÍCULO UNICO.- Se reforma el inciso c) del artículo 115 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, para quedar como sigue: 

CAPÍTULO VI 

Requisitos para ser Magistrado de los Órganos Jurisdiccionales Locales 

Artículo 115. 

1. Para ser Magistrado Electoral se requieren los siguientes requisitos:  
a) (…) 

 
b) (…) 

 
c) Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de cinco años, título profesional de 

licenciado en derecho expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello; 

(…) 

ARTÍCULO TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Salón de sesiones del Senado de la República, a 30 de enero de 2017. 

SEN. JORGE LUIS PRECIADO RODRÍGUEZ 
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7. De la Sen. Lorena Cuéllar Cisneros, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática, con proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo 60 de la Ley General de Educación. 
 

La suscrita, LORENA CUÉLLAR CISNEROS, Senadora de la República en la LXIII 
Legislatura del Congreso de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dispuesto por la 
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y la fracción I del artículo 8 del Reglamento del Senado de la República, 
someto a la consideración de esta Soberanía, la siguienteINICIATIVACON 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 60 DE LA LEY 
GENERAL DE EDUCACIÓN, al tenor de la siguiente: 

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
La presente Iniciativa está fundamentada en la propuesta presentada el día 3 de diciembre de 2015 por la 
suscrita, y que a razón de la coyuntura que atraviesa nuestro país en materia de política de migración con 
Estados Unidos de Norteamérica, y en el marco de la presentación de la iniciativa preferente remitida por el 
Ejecutivo Federal en materia de revalidación de estudios de migrantes, se pone a consideración nuevamente 
con algunas modificaciones que se consideran pertinentes al contexto. 
 
Recientemente el UNICEF instó a nuestro país a prepararse a prepararse para recibir a los niños migrantes 
no acompañados que pudieran llegar a nuestro territorio como efecto de la política migratoria emprendida 
por Donald Trump. 
 
Al respecto, dicho organismo también señaló sobre el grave problema financiero que tienen las Procuradurias 
de Protección Integral responsables de acoger y cuidar a los niños migrantes, que en el presupuesto de 2017 
arrastran un déficit de 600 millones de pesos. De acuerdo con la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes, los migrantes no acompañados no deben permanecer en estaciones migratorias sino en 
albergues del Sistema DIF o en familias de acogida que reciben temporalmente a un niño hasta que se 
resuelve su situación migratoria y familiar.  
 
Sin embargo, este modelo debe contemplar factores sustanciales para el desarrollo de estos infantes, tal 
como la educación, misma que en dicho ordenamiento se coloca bajo la perspectiva dederechos, 
indispensable para que puedan ejercer sus demás derechos.A lo largo del tiempo, se ha podido demostrar 
que mejorar las condiciones escolares contribuye a reducir la pobreza y permite el fortalecimiento de la 
cohesión social. 
 
El Banco Mundial ha señalado que la educación es uno de los factores más poderosos para impulsar el 
desarrollo de las naciones, que si bien, ha presentado avances significativos en todo el mundo, aún existen 
retos importantes que impiden la universalización de la misma, teniendo como contexto  que en el 2013, 58 
millones de niños se encontraban fuera del sistema escolar y 250 millones no sabían leer o escribir en todo 
el planeta; lo que se traduce en que debemos garantizar la accesibilidad a los servicios de educación que 
permita a los infantes obtener resultados dependiendo el grado de escolaridad que estén cursando. 
 
Existen múltiples factores que representan un obstáculo para que los menores puedan asistir a una escuela 
y concluyan sus estudios, siendo la desigualdad y la migración uno de los más importantes. El Informe de 
Seguimiento de la Educación para Todos en el Mundo (EFAGMR, por sus siglas en inglés) que elabora la 
UNESCO, señala que es 4 veces mayor la probabilidad de que un niño en situación de pobreza se quede sin 
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educación primaria comparado con los niños que son más ricos. 
 
Desde el año 2000, diversos líderes mundiales establecieron 6 objetivos clave a alcanzar en materia educativa 
con la finalidad de poner la educación al alcance de todos sin distinción de edad, sexo, etnia, ingresos 
económicos familiares, lugar de residencia o transición. Pero, a pesar de los esfuerzos realizados en la 
comunidad internacional, el plazo se ha rebasado y existen varios desafíos pendientes. 
 
Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), ha informado que es indispensable que todos 
los países redoblen esfuerzos para cumplir con los objetivos de contribuir a la erradicación de la pobreza, 
entre los que se encuentra la educación como uno de los ejes fundamentales para conseguir esta meta, 
estableciendo a la vez, a la desigualdad y la migración como una característica que sigue obstaculizando el 
avance a la educación universal. 
 
Para el Banco Mundial, garantizar el acceso a una educación de calidad a todos los niños, niñas y adolescentes 
por igual es indispensable, ya que permite que se adquieran las habilidades necesarias para su inclusión en 
el mundo laboral y cuenten con la capacitación y herramientas esenciales que permitirán terminar con el 
círculo de la pobreza en el 2030. 
 
El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), ha señalado que en nuestro país a pesar de la 
implementación de múltiples políticas públicas y los importantes avances en la producción de datos del 
sistema educativo, como el uso de la prueba ENLACE o la información generada por el Sistema Nacional de 
Información Educativa, hay un número importante de niñas, niños y adolescentes entre 5 y 17 años que no 
asisten a la escuela. Donde los motivos determinantes para no acudir a un centro educativo son las fuertes 
disparidades y exclusión social que se refleja en una cobertura desigual, en la que podemos apreciar que los 
sectores más pobres o vulnerables no accede a estos servicios, y los que están matriculados, muchas veces 
presentan dificultades para concluir su ciclo escolar. Además, existen elementos adicionales para que esta 
situación se presente como son la notoria desigualdad en la oferta educativa en las diferentes entidades 
federativas, las zonas rurales o urbanas, la educación privada y pública, donde, además, encontramos 
condiciones contrastantes en las oportunidades educativas para la población indígena o migrante. 
 
El Informe “La Educación en México: Estado actual y consideraciones sobre su evaluación”,elaborado por el 
Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE) señala que los avances en materia de equidad en 
el acceso a la educación obligatoria han sido insuficientes, ya que la inasistencia a los centros escolares sigue 
siendo más aguda para la población vulnerable, sobre todo para los niños que viven en hogares pobres, 
indígenas, en comunidades aisladas o donde sus padres cuentan con poco o nulo nivel escolar. 
 
El mismo documento, muestra que entre los jóvenes de 15 y 17 años la asistencia a la escuela es mucho 
menor entre quiénes están en situación de pobreza alimentaria, para quienes trabajan en jornadas de medio 
tiempo y para los migrantes. En el caso de la educación primaria, mientras un 72% de estudiantes la cursa en 
6 años, solo un 50% lo logra en el mismo plazo si asiste a una escuela indígena, concluyendo así, que a pesar 
de una oferta masiva y de supuesta igualdad en materia educativa, esta resulta intensamente inequitativa y 
poco apropiada para los menores que se encuentran en alguna situación de vulnerabilidad, que va desde su 
nivel económico y se agrava aún más cuando pertenecen a comunidades indígenas, rurales o son migrantes, 
donde el primer reto es poder acceder a la educación y el segundo, poder concluir sus estudios. 
 
Es claro que los migrantes son un sector desfavorecido y poco atendido en esta compleja problemática, pues 
en muchas ocasiones les son violentados sus derechos humanos mientras transita por nuestro país, siendo 
el caso de la educación uno de los más renuentes al negarse el acceso de los menores a los centros educativos 
por la falta de documentos de identidad, negando así, sus derechos fundamentales que les reconoce nuestra 
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propia Constitución y los tratados internacionales firmados por México, donde el Estado mexicano se 
compromete a respetar y garantizar sus derechos sin importar su nacionalidad ni situación migratoria, con 
atención especial a grupos vulnerables entre los que se encuentran los niños, niñas y adolescentes. 
 
Es indispensable que este grupo cuente con el respaldo de nuestra legislación para la protección de sus 
derechos e integridad, considerando además las medidas migratorias que ha emprendido el país vecino del 
norte, pues todo apunta a un número importante de infantes no acompañados que pueden ser deportados 
a nuestro país. 
 
En este sentido, la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) estima que anualmente por la 
frontera sur de nuestro país ingresan alrededor de 150 mil migrantes menores, aunque diversas ONG 
consideran que son hasta 400 mil, ya que no se cuenta con una cifra exacta y en su gran mayoría no cuentan 
con papeles o documentos de identificación. 
 
Además, tendríamos que agregar el número de población flotante que se encuentra dispersa por todo el 
territorio nacional, misma que es casi incuantificable por la misma situación, donde el Estado mexicano 
carece de registro y documentación de muchos de ellos, por su calidad de “indocumentados”, agregando 
también, que muchos de estos migrantes viajan con sus hijos, o tienen hijos en México que carecen de 
identificaciones y por si fuera poco, también ingresan a nuestro país cientos de menores que viajan solos, 
por lo que es fundamental garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes en todo momento. 
 
 

CUADRO DE CAMBIOS PROPUESTOS 

 
LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

 
PROPUESTA 

Artículo 60.-Los estudios realizados dentro del 
sistema educativo nacional tendrán validez en 
toda la República. 
 
Las instituciones del sistema educativo 
nacional expedirán certificados y otorgarán 
constancias, diplomas, títulos o grados 
académicos a las personas que hayan concluido 
estudios de conformidad con los requisitos 
establecidos en los planes y programas de 
estudio correspondientes. Dichos certificados, 
constancias, diplomas, títulos y grados tendrán 
validez en toda la República. 
 
La Secretaría promoverá que los estudios con 
validez oficial en la República sean reconocidos 
en el extranjero. 
 

Artículo 60.- Los estudios realizados dentro del 
sistema educativo nacional tendrán validez en 
toda la República. 
 
Las instituciones del sistema educativo 
nacional expedirán certificados y otorgarán 
constancias, diplomas, títulos o grados 
académicos a las personas que hayan concluido 
estudios de conformidad con los requisitos 
establecidos en los planes y programas de 
estudio correspondientes. Dichos certificados, 
constancias, diplomas, títulos y grados tendrán 
validez en toda la República. 
 
La Secretaría promoverá que los estudios con 
validez oficial en la República sean reconocidos 
en el extranjero. 
 
La falta de documentación o estatus 
migratorio no serácausa para negar servicios 
educativos, en el caso de menores que se 
encuentren en esta situación, el centro 
educativo deberá dar conocimiento a los 
órganos locales encargados de protección a la 
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infancia de conformidad con lo establecido en 
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes, a efecto de regularizar su 
situación. 
 
En el caso de infantes que se encuentren bajo 
alguna situación migratoriay hayan cursado 
estudios en el extranjero, las autoridades 
educativas deberánrevalidar y expedir el 
correspondiente certificado, llevando a cabo 
un proceso de adaptación al Sistema 
Educativo Nacional bajo estrictos 
procedimientos pedagógicos. 
 

 
Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta Soberanía, el siguiente:  
 

PROYECTO DE DECRETO 
 
ÚNICO. Se ADICIONA el artículo 60 de la Ley General de Educación, para quedar de la forma siguiente: 

 
Ley General de Educación 

 
Artículo 60.- Los estudios realizados dentro del sistema educativo nacional tendrán validez en toda la 
República. 
 
Las instituciones del sistema educativo nacional expedirán certificados y otorgarán constancias, diplomas, 
títulos o grados académicos a las personas que hayan concluido estudios de conformidad con los requisitos 
establecidos en los planes y programas de estudio correspondientes. Dichos certificados, constancias, 
diplomas, títulos y grados tendrán validez en toda la República. 
 
La Secretaría promoverá que los estudios con validez oficial en la República sean reconocidos en el 
extranjero. 
 
La falta de documentación o condición migratoria no será causa para negar servicios educativos, en el caso 
de menores que se encuentren en esta situación, el centro educativo deberá dar conocimiento a los 
órganos locales encargados de protección a la infancia de conformidad con lo establecido en la Ley General 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de regularizar su situación. 
 
En el caso de infantes que se encuentren bajo alguna condición migratoria y hayan cursado estudios en el 
extranjero, las autoridades educativas deberán revalidar y expedir el certificado correspondiente, 
estableciendo un programa de adaptación al Sistema Educativo Nacional para los menores. 
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TRANSITORIOS 

 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  
 
 
Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, a los2 días del mes 

de febrero de 2017. 
 
 
 

SUSCRIBE, 
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8. De la Sen. Sonia Rocha Acosta, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con proyecto 
de decreto por el que se reforma el artículo 51 de la Ley General de Salud. 

 

 

SEN. SONIA 

ROCHA 

ACOSTA 
 

 

 



Segundo año de Ejercicio  
Segundo Periodo Ordinario 

Jueves 2 de febrero de 2017 
GACETA DEL SENADO 

 

 

Página 904 

 
  



Segundo año de Ejercicio  
Segundo Periodo Ordinario 

Jueves 2 de febrero de 2017 
GACETA DEL SENADO 

 

 

Página 905 

9. De los Senadores Ernesto Cordero Arroyo, Roberto Gil Zuarth y Jorge Luis Lavalle Maury, del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional, con proyecto de decreto por el que se modifican las fracciones 
II del artículo 41 y IV del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

ERNESTO CORDERO ARROYO, ROBERTO GIL ZUARTH y JORGE LUIS LAVALLE 
MAURY, Senadores del Grupo Parlamentario del PAN, en la LXIII Legislatura del 
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II y 
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 164, 169, y 172; así 
como los demás relativos y aplicables del Reglamento del Senado de la República, 
somete a consideración de esta Honorable Asamblea la siguiente INICIATIVA CON 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN LAS FRACCIONES II DEL 
ARTÍCULO 41, Y IV DEL ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, al tenor de la siguiente: 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

1. Evolución histórica del financiamiento de los partidos políticos mexicanos 

Ley Electoral de 1911  

En México, la reglamentación del financiamiento de los partidos políticos, y la 
fiscalización del mismo, es relativamente nueva. A pesar de que los partidos 
políticos aparecen por primera vez en la legislación electoral hasta la Ley Electoral 
de 1911, pasarían muchos años antes de que en la Ley se regulara la fiscalización de 
sus recursos. La fiscalización ha estado ligada con la evolución en la concepción de 
la naturaleza de los partidos políticos y las formas de financiamiento de los mismos. 

Reforma Electoral de 1962 

Durante los primeros años de la era posrevolucionaria, los partidos mexicanos no se 
beneficiaron de prerrogativas directas o indirectas por parte del Estado. El primer cambio se dio con la 
reforma electoral de 1962-1963,14 al introducirse en la normatividad una forma de financiamiento indirecto: 
la exención de impuestos relacionados con los ingresos privados de los partidos. Sin embargo,dichos ingresos 
privados no estaban sujetosa regulación alguna, ni los partidos se sujetaban a procesos de rendición de 
cuentas.15 

Reforma a la Ley Federal Electoral 1973 

En 1973 se reformó la Ley Federal Electoral16de manera que se les otorgaran a los partidos políticos dos 
nuevas prerrogativas: 1) el Estado los subsidió con franquicias postales y telegráficas; y 2) se les otorgó acceso 
gratuito a la radio y la televisión. Si bien el objetivo de esta reforma fue fortalecer el sistema de partidos, 
facilitándoles la comunicación con la sociedad, no se incluyó ningún tipo de financiamiento público directo 
y, por lo tanto, ningún medio de control sobre sus finanzas. 

En el proceso de la transición democrática de México, el país pasó de ser un régimen de partido hegemónico, 

                                                           
14 La reforma a nivel constitucional se dio en 1962 y a nivel de la Ley Electoral el 28 de diciembre de 1963. 
15Cfr. Lujambio, Alonso, “México”, en Carrillo, Manuel et al. (Coords.) Dinero y contienda político-electoral: 
Reto de la Democracia, Fondo de Cultura Económica, México, 2003, pp. 369-370. 
16 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de enero de 1973. 
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en el que las líneas entre el partido oficial y el Estado mexicano y sus instituciones eran difusas, a ser un 
Estado democrático y plural, a través de un sistema de partidos que permitía una oposición política efectiva. 

Para que la transición democrática y el sistema de partidos políticos actualmente vigente fueran una realidad, 
las instituciones tuvieron que pasar por un proceso íntimamente ligado a los esquemas de financiamiento 
público; proceso que comenzó, según la mayoría de los estudiosos del tema, incluyendo a José Woldenberg,17 
con la reforma política de Jesús Reyes Heroles en 1977. 

Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procedimientos Electorales 1977  

Esta ley, parte de la reforma anteriormente mencionada, fue consecuencia de las elecciones presidenciales 
de 1976, en las queel candidato del PRI fue el único contendiente al cargo. Esa situación llevó al sistema 
político nacional a ampliar las oportunidades de lospartidos de oposición de participar en mayor medida en 
la vida pública de las instituciones del país. 

Se realizó mediante una serie de mecanismos institucionales para fomentar su participación efectiva en la 
vida política de México,18 reflejados en la Ley Federal deOrganizaciones Políticas y Procesos 
Electorales(LOPPE), “cuya principal aportación fue permitir el ingreso a la vida institucional de fuerzas 
políticas "no incluidas" y propiciar su representación en los órganos legislativos”.19 

Es en la LOPPE de 197720 cuando se instaura formalmente el financiamiento público directo a los partidos 
políticos. Un sistema de financiamiento político se define como “conjunto de normas que regulan el flujo de 
recursos económicos hacia el sistema político y desde éste… provee el marco legal dentro del cual los partidos 
pueden obtener y gastar recursos económicos, y dentro del cual las personas físicas y jurídicas financian éstas 
actividades”.   

De los tres tipos de financiamiento político (público, privado y mixto), el sistema público busca dar 
condiciones de igualdad y competitividad entre los partidos durante la competencia electoral,  dar autonomía 
a los partidos frente a donantes privados, evitar la corrupción, y, generar mayor transparencia mediante la 
fiscalización de los recursos.  El sistema privado se sustenta en la libertad política y de expresión del votante 
racional, además de que los partidos, al recibir dinero de los ciudadanos privados, tienen incentivos para 
representar mejor los intereses de la sociedad. El sistema mixto, que fue el que se adoptó en México desde 
1977, toma las ventajas de los dos sistemas anteriores, aunque con ciertas reglas dirigidas a la equidad entre 
partidos. 

Aunque esta reforma se refirió a algunos aspectos financieros de los partidos políticos, no establecía reglas 
claras, ni para la asignación de recursos por parte de la autoridad, pues recibía facultades totalmente 
discrecionales, ni para el reporte de la utilización de esos recursos públicos por parte de los partidos políticos. 
De hecho, todo se dejó al arbitrio de la Comisión Federal Electoral (CFE), antecedente institucional del IFE.21 

                                                           
17 José Woldenberg, Historia mínima de la transición democrática en México, El Colegio de México, México, 
D.F., 1ª edición, 2012, p.13. 
18 A los partidos tradicionales, Partido Revolucionario Institucional, Partido Acción Nacional, Partido Popular 
Socialista y Partido Auténtico de la Revolución Mexicana, se unieron con registro oficial el Partido Comunista 
Mexicano, el Partido Socialista de los Trabajadores y el Partido Demócrata Mexicano. Íbid, p. 31. 
19Instituto Federal Electoral, “Historia del Instituto Federal Electoral. Disponible en 
http://www.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/menuitem.cdd858023b32d5b7787e6910d0860
0a0/. Consultado en enero de 2017. 
20 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 1977. 
21Cfr. Molinar Horcaditas, Juan, “Las elecciones federales de 1997 en México: Evaluación del sistema de 
partidos y la reforma electoral en materia de regulación financiera”, en Orozco Henríquez, J. Jesús 
(compilador). Administración y financiamiento de las elecciones en el umbral del siglo XXI. Memoria del III 
Congreso Internacional de Derecho Electoral, México, UNAM y coeds., t. II, 1999, p. 626. 

http://www.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/menuitem.cdd858023b32d5b7787e6910d08600a0/
http://www.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/menuitem.cdd858023b32d5b7787e6910d08600a0/
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En esta reforma se consideró e incluyó a los partidos políticos dentro de la Constitución, por primera vez 
desde su promulgación en 1917. Se les definió como “entidades de interés público, lo que los hacía en 
automático acreedores de derechos y de prerrogativas. Esto incluía el acceso a los medios de comunicación 
y a recibir recursos públicos.22 Hasta esa reformalos partidos políticos se financiaban solos, mediante las 
aportaciones de ingresos de cuatro fuentes: militantes, simpatizantes, financiamiento indirecto, 
autofinanciamiento y rendimientos financieros.23 

A inicios del sexenio de José López Portillose descubrió el pozo petrolero de Cantarell. La bonanza económica 
que ello provocó, causada en parte por el entorno internacional, y coincidente con la reforma política 
prometida tras las elecciones de 1976, permitía el otorgamiento de prerrogativas a todos los partidos que 
pasaron a integrar el sistema político mexicano, aun cuando estas no fueran, en un inicio, cuantiosas. 

En la LOPPE se estableció que los partidos políticos nacionales deberían “contar, en forma equitativa, con un 
mínimo de elementos para sus actividades tendientes a la obtención del voto popular”. En ella se 
concedieron las siguientes prerrogativas: 

1. Tener acceso en forma permanente a la radio y a la televisión;  
2. Disponer de los medios adecuados para sus tareas editoriales;  
3. Contar en forma equitativa, durante los procesos electorales, con un mínimo de elementos para sus 

actividades, encaminadas a la obtención del sufragio popular;  
4. Gozar de exención de impuestos y de pago de derechos, y  
5. Disfrutar de franquicias postales y telegráficas que sean necesarias para el cumplimiento de sus 

funciones.24 

A medida que la participación de otros partidos políticos en la vida nacional aumentó, resultó necesario 
generar condiciones de equidad para que las oportunidades de influir en las elecciones y de participar en el 
Congreso fuera más justa. Esto se debía a que el partido hegemónico, al controlar la presidencia, el gabinete, 
las gubernaturas estatales, casi todos los municipios, la abrumadora mayoría de ambas cámaras del 
Congreso, los sindicatos, y las redes clientelares electorales, poseía una ventaja excesiva en términos tanto 
logísticos, como financieros.  

La apropiación de recursos públicos del Estado en beneficio del partido oficial era un abuso que impedía que 
todos los partidos se acercaran a la ciudadanía en términos de igualdad. Pero también lo era que la Comisión 
Federal Electoral organizara las elecciones y que las Cámaras de Diputados y Senadores, de amplia mayoría 
oficial, calificaran ellos mismos la validez de las elecciones de sus integrantes. No obstante a ello, aún pasarían 
varios años para que las elecciones fueran administradas y reguladas por un órgano autónomo e imparcial. 

Código Federal Electoral 1987 

Fue hasta diez años después, con el Código Federal Electoral de 1987,25 cuando por primera vez se mencionó 
que los partidos políticos tendrían acceso al financiamiento público directo, estableciéndose también las 
bases para calcular el monto de este financiamiento y la forma en la que sería entregado. Sin embargo, en 
este Código aún no se hacía mención sobre algún procedimiento para comprobar el destino del 
financiamiento público, y menos aún para fiscalizar el ingreso y gasto de otras fuentes de financiamiento.  

                                                           
22Op. Cit., Woldenberg, p. 28. 
23 Javier Aparicio, “¿Cómo se financian los partidos políticos en México?”, Programa de presupuesto y gasto 
público, CIDE, marzo 2006, p. 3. 
24 Alonso Lujambio Irazábal, “Financiamiento y fiscalización de los partidos políticos en México”. Disponible 
en http://www.ife.org.mx/documentos/AI/elecmex5/finan_fiscal.html. Consultado en enero de 2017. 
25 Aprobado por el Congreso en diciembre de 1986 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de 
febrero de 1987. 

http://www.ife.org.mx/documentos/AI/elecmex5/finan_fiscal.html
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Solamente se señaló la obligación genérica de los partidos políticos de justificar anualmente ante la CFE el 
empleo del financiamiento público. A pesar de estos ajustes, no se establecieron plazos, forma de justificarlo, 
ni procedimientos claros por parte de la Comisión al recibir dicha justificación, y, de hecho, no existe 
constancia documental de que tales comprobaciones hubieran sido realizadas. 

Reforma Político Electoral de 1990: El Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE), 
y el Instituto Federal Electoral (IFE) 

En 1990, se dio de nueva cuenta una reforma político electoral en México. Como consecuencia de las 
elecciones presidenciales de 1988 y el conflicto post electoral, esta reforma fue de vital importancia en la 
transición democrática, pues creó el Código Federal de Instituciones y ProcedimientosElectorales (COFIPE), 
y el Instituto FederalElectoral (IFE). La importancia del IFE como sustituto de la CFE fue su carácter ciudadano, 
autónomo e independiente. Del mismo modo, el IFE incluía en su estructura orgánica una Dirección Ejecutiva 
de Prerrogativas y Partidos Políticos. 

Sobre el financiamiento público, el cambio más relevante de esta reforma fue la creación de una fórmula de 
reparto de prerrogativas: “el 90% de los recursos se distribuirían en proporción a los votos obtenidos por 
cada uno de los partidos que superaran el umbral del 1.5%, y el 10% se distribuiría de manera igualitaria”.26 
Del mismo modo, “a cada partido se le otorgaría anualmente el equivalente al 50% del ingreso anual neto de 
sus diputados y senadores, al tiempo que el IFE reembolsaría a los partidos políticos el 50% de sus gastos 
realizados para financiar las actividades específicasde educación y capacitación, investigaciones y 
ediciones”.27 

Por su parte, en materia de financiamiento privado, no se introdujo ninguna disposición relativa. 
Únicamente, a pesar de que no se contempló la fiscalización de la totalidad de los recursos de los partidos 
políticos, se dispuso que los partidos políticos deberían informar anualmente al IFE sobre el empleo del 
financiamiento público que recibían. 

Por último, el COFIPE incluía en su artículo 49 la diferenciación de financiamiento público en cinco rubros: 
por actividad electoral, por actividades generales como entidades de interés público, por actividades 
específicas como entidades de interés público, por subrogación del Estado de las contribuciones que los 
legisladores habrían de aportar para el sostenimiento de sus partidos, y para el desarrollo de los partidos 
políticos.28 

Reforma a la COFIPE 1993 

Aunado a esta reforma, en 1993 se realizó otra, cuya importancia para el financiamiento a partidos fue la 
“prohibición para realizar aportaciones o donativos a los partidos, en dinero o especie, por parte de todos 
los organismos federales, estatales y municipales (excepto el IFE), de empresas mercantiles, de quien vive o 
trabaja en el extranjero, de ministros o iglesias de cualquier religión o secta, así como de  partidos y personas 
físicas o morales extranjeras, y estableció límites a los donativos privados de los simpatizantes”.29 Estos 
lineamientos permitieron una rendición de cuentas más estricta respecto al origen de los recursos.El 
financiamiento que no proviniera del erario público sería el siguiente: 

a) El financiamiento general de los partidos políticos y para sus campañas que proviniera de la 
militancia estaba conformado por las cuotas obligatorias ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, por las 
aportaciones de sus organizaciones sociales y por las cuotas voluntarias y personales que los candidatos 

                                                           
26Íbid. 
27Íbid. 
28 Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, DOF, 1990. 
29Op. Cit., Lujambio. 
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aportaran exclusivamente para sus campañas. 

b) El financiamiento de simpatizantes estaba conformado por las aportaciones o donativos, en dinero 
o en especie, hechas a los partidos políticos en forma libre y voluntaria por las personas físicas o morales 
mexicanas con residencia en el país.  

c) El autofinanciamiento estaba constituido por los ingresos que los partidos obtengan de sus 
actividades promocionales, tales como conferencias, espectáculos, juegos y sorteos, eventos culturales, 
ventas editoriales, de bienes y de propaganda utilitaria.  

d)Para obtener financiamiento por rendimientos financieros los partidos políticos podían crear 
fondos o fideicomisos con su patrimonio o con las aportaciones que recibieran. 

Fue con estas nuevas reglas que se realizaron las elecciones presidenciales de 1994, en la que resultó ganador 
Ernesto Zedillo. El estigma de fraude electoral de las elecciones de 1988 no se repitió en 1994, e incluso Diego 
Fernández de Cevallos, el candidato panista, dijo de manera pública que la elección “había sido legal, pero 
inequitativa”. Hacía referencia a que, de todos los recursos gastados en esa campaña electoral, el PRI había 
gastado más del doble que el resto de los partidos políticos juntos.30 El informe que realizaron los consejeros 
ciudadanos del IFEsobre la elección, arrojaba los mismos datos en términos de gasto.31 

Reforma Electoral de 1996 

Como consecuencia de lo anterior, los partidos de oposición comenzaron a demandar “piso parejo” en 
términos de financiamiento, así como reglas claras y estrictas sobre el origen, montos y uso de los recursos 
financieros, lo que derivó en la reforma electoral de 1996. La piedra angular de la reforma fue el sistema de 
financiamiento de partidos. 

En la reforma de 1996, se amplió considerablemente la cantidad de recursos públicos que se otorgaron a los 
partidos, y se hizo mediante la fórmula de otorgar el “70% de los recursos de acuerdo con el porcentaje de 
votos obtenido en la última elección federal (principio de proporcionalidad), y 30% de manera igualitaria 
(principio de equidad)”.32 Asimismo, el dinero que se les otorgaba se dividió en gastos de actividades 
ordinarias permanentes, actividades específicas y gastos de campaña.  

Del mismo modo, se determinó que:  

a) El financiamiento público sería predominante sobre el privado, que se distribuiría con un criterio de 
equidad y que en años de campaña el monto de recursos públicos destinado a los partidos se duplicaría; b) 
se definieron en la ley las modalidades de financiamiento privado y se establecieron límites a los montos de 
contribuciones privadas; c) se eliminó la posibilidad de que determinados agentes hicieran aportaciones a 
los partidos; d) se especificó la manera en que la autoridad electoral fijaría el límite máximo de gastos por 
tipo de candidatura en cada elección y se estableció que sólo los partidos y ningún tercero podría comprar 
propaganda electoral en radio y televisión, y e) por primera vez se contó con un auténtico sistema de 
fiscalización sobre los ingresos y egresos de los partidos políticos, al crear para ello una comisión ad hoc del 
Consejo General del Instituto Federal Electoral. 

La bolsa a repartir para los gastos ordinarios: 

                                                           
30 Luis Carlos Ugalde, “Democracia a precio alzado”, Nexos, agosto 2015. Disponible en 
http://www.nexos.com.mx/?p=25810. Consultado en enero de 2017. 
31 El PRI erogó el 71.4% del dinero gastado en los comicios electorales. El PAN el 17.8%, el PRD el 6.05%, 
el PT 1.15%, el PDM 1.02%, el PPS 0.9%, el PFCRN 0.87%, el PVEM 0.56% y el PARM 0.24%. Op. Cit., 
Woldenberg, pp. 104 y 105. 
32Op. Cit., Woldenberg, p. 115. 

http://www.nexos.com.mx/?p=25810
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“se obtenía al multiplicar el costo mínimo de una campaña para diputado federal por el total de 
diputados a elegir y por el número de partidos con representación en las cámaras del Congreso 
de la Unión. A esto se le sumaba el costo mínimo de una campaña para senador multiplicado 
por el total de senadores a elegir y por el número de partidos políticos más el costo mínimo de 
gastos de campaña para presidente de la República. Esta última cifra se calculaba al multiplicar 
el costo mínimo de gastos de campaña para diputado multiplicado por el total de diputados a 
elegir por el principio de mayoría relativa, dividido entre los días que duraba la campaña para 
diputado por este principio, multiplicándolo por los días que duraba la campaña de 
presidente”.33 

Esa nueva y complicada fórmula causó que el dinero público destinado a financiar los partidos se 
incrementara casi en cuatro veces, pasando de 596 millones de pesos en 1996 a dos mil 111 millones en 
1997.34 El aumento era de tal magnitud que cuando los presidentes del PAN y PRD recibieron la primera 
asignación de recursos, el primero lo devolvió a la Tesorería de la Federación y el segundo dijo que lo 
destinarían a la impresión de libro de texto gratuitos.35 

Con este grupo de reformas electorales fue que se logró la transición política en el año 2000, con los partidos 
recibiendo una cantidad enorme de recursos públicos para su funcionamiento en el día a día, y un monto 
extra para sus operaciones de campaña en todos los órdenes de gobierno.La bolsa de los partidos pasó de 
596 millones de pesos en 1996 a dos mil millones en el año 2000.36 

Fue en el año 2001 que empezaron a observarse los primeros efectos perniciosos de la fórmula de 
financiamiento. Como resultado de la elección del año 2000 tres nuevos partidos obtuvieron escaños en la 
Cámara de Diputados y, con ello, uno de los multiplicadores de la fórmula pasó de 5 (el número previo de 
partidos con presencia en el Congreso) a 8. Ello produjo un incremento sustancial de un año a otro en el 
monto de financiamiento que los partidos recibieron para sufragar sus gastos ordinarios de más de 700 
millones de pesos (al pasar de alrededor de 1,500 millones de pesos en 2000 a más de 2,200 millones en 
2001).El mismo efecto se produjo para el año 2007. 

Algo semejante pasó con el financiamiento para gastos de campaña. La ley de 1996 estableció que cada tres 
años, cuando se celebraran procesos electorales federales, los partidos políticos recibirían un monto 
equivalente adicional al que les correspondía por financiamiento para sus actividades ordinarias. El problema 
fue que esa fórmula no distinguía entre las elecciones en donde se renovaban la totalidad de los cargos 
electivos federales (Presidente, Senadores y Diputados) y las elecciones intermedias en donde sólo se 
renovaba la Cámara de Diputados. 

Con ello podía producirse una incongruencia grave en estos últimos procesos: podía ocurrir –y de hecho 
ocurrió– que algún partido obtuviera por concepto de gastos de campaña, recursos públicos en un monto 
mayor al que legítimamente podía gastar, vista la existencia de los “topes de gasto” en cada una de las 
campañas electorales. 

Reforma Electoral de 2007 

El conflicto derivado de la elección de 2006 llevó a que el Congreso de la Unión evaluara la situación política 
y realizara una nueva reforma electoral en 2007. Al centro de la misma se ubicó el tema dela asignación de 
tiempos en radio y televisión para los spots durante las campañas, así como el contenido de los mismos. 
Dado que los cambios en ese tema hacían que los partidos ya no tuvieran que pagar por los espacios en radio 
                                                           
33Op. Cit. Ugalde. 
34Íbid. 
35 Jorge Alcocer, “Tocamos Fondo”, Voz y Voto, núm. 269, julio 2015. 
36 Héctor Aguilar Camín, “Nocturno de la democracia mexicana”, Nexos, mayo 2016. Disponible en 
http://www.nexos.com.mx/?p=28283 
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y TV, sino que el Estado les otorgaba minutos por ley para la transmisión de contenidos, se argumentó que 
el financiamiento de los partidos tenía que reducirse.  

En términos prácticos, la reforma no tocó al financiamiento de actividades ordinarias, pero sí redujo el 
destinado a campañas. La nueva fórmula consistió enmultiplicar el 65% del salario mínimo vigente para el 
Distrito Federal por el número de ciudadanos inscritos en el padrón electoral para obtener la bolsa total de 
financiamiento público.37 

Por lo que hace al financiamiento público durante las campañas, el párrafo b), Base segunda, del artículo 41 
constitucional, estableció que:  

“El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año 
en que se elijan Presidente de la República, senadores y diputados federales, equivaldrá al 
cincuenta por ciento del financiamiento público que le corresponda a cada partido político por 
actividades ordinarias en ese mismo año; cuando sólo se elijan diputados federales, equivaldrá 
al treinta por ciento de dicho financiamiento por actividades ordinarias”. 

Con esa fórmula, el gasto para campañas presidenciales se redujo en 50%, y en 70% el de elecciones 
intermedias, además de reducir en la mitad la duración de las campañas electorales.38 

Las implicaciones no son menores, ya que con este cambio se evita que la llegada de nuevos partidos se 
vuelva un disparador del financiamiento público total, mientras que el criterio de distribución de los recursos 
de los partidos políticos no se modificó (70%-30%). 

Reforma Electoral de 2014 

Con la reforma política de 2014, en el contexto del Pacto por México, se dio el último cambio en el tema de 
financiamiento público de partidos hasta ahora. Los partidos reciben financiamiento tanto del IFE (ahora 
INE), como de los institutos electorales estatales (ahora OPLES). Mientras que desde 2007 el IFE calculaba el 
monto a otorgar con la fórmula antes descrita (65% del salario mínimo vigente del D.F. multiplicado por el 
número de inscritos en el padrón electoral), los institutos locales usaban fórmulas diferentes, generalmente 
del 20% del salario mínimo multiplicado por los ciudadanos en el padrón local.39 

El cambio que introdujo la reforma de 2014 fue el de homologar, por mandato constitucional, la fórmula para 
otorgar recursos en elecciones locales con la fórmula para las elecciones federales, lo que provocó un 
aumento de los recursos que se daban a los partidos a nivel estatal. Integralia Consultores calculó que, a julio 
de 2015, el aumento en financiamiento a partidos por la reforma de 2014 sería de 52.2%.40De igual forma, 
“de 2009 a 2015, el total de financiamiento federal que recibieron los partidos se incrementó 21.4% en 
términos reales. En el ámbito estatal fue de 38%”.41 

Otra modificación de la reforma de ese año fue el cambio en la fórmula para determinar la bolsa de 
financiamiento público a los partidos. Aunque en esencia la fórmula permaneció igual, se sustituyó el salario 
mínimo por la Unidad de Medida y Actualización. 

Todo lo anterior ha hecho que, según un estudio realizado por la Organización de Estados Americanos (OEA), 
México tenga el monto más elevado de subsidio directo a partidos y campañas en América Latina 
(información de 2005 a 2011), haciendo a nuestra democracia una de las más caras a nivel regional e 

                                                           
37 COFIPE, artículo 78-1, DOF, 2007. 
38Op. Cit. Ugalde. 
39Íbid. 
40Íbid. 
41Íbid. 
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internacional.42 En palabras de Aguilar Camín,“para 2015 el costo oficial declarado del proceso democrático 
mexicano era de 50 mil 319 millones de pesos. Esta cifra hizo que México tuviera la quinta democracia más 
cara del mundo”.43 

 

2. Las condiciones actuales 

Durante la presente administración el manejo de las finanzas públicas ha sido deficiente. Tras un constante 
gasto público deficiente y excesivo, la presente administración ha incurrido en contratación de deuda pública 
a niveles que afectan el bolsillo de todos los mexicanos. El saldo histórico de los requerimientos 
financierosdel sector público ha aumentado hasta ser de más de la mitad de nuestro PIB, el máximo desde 
1990. Apenas en el segundo trimestre de 2016, la deuda pública había crecido 16.3% anual. Dada la 
disparidad entre el crecimiento en obligaciones financieras y crecimiento económico, resulta indispensable 
implementar mayores medidas de austeridad.44 

En los próximos días México se enfrentaráa un escenario económicoaún más complejo. El mal manejo de las 
finanzas públicas, en particular respecto a PEMEX, y la liberalización del mercado de las gasolinas, han 
aumentado el costo de la gasolina hasta en un 20%. Esto, sumadoal aumento a la tarifa de electricidad para 
las industrias y el aumento del precio del gas LP, ha hecho que los precios continúen creciendo y afectando 
los bolsillos de los mexicanos. Como resultado de lo anterior, la inflación registró un incremento de 4.78% en 
los primeros 15 días de enero de 2017.  

Por otro lado, la llegada del nuevo presidente de Estados Unidos, Donald Trump, y su propuesta para 
renegociar o salirse del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, han causado una depreciación de 
nuestra moneda. En lo que va del sexenio, la moneda mexicana se ha depreciado 65.15% frente al dólar.  

Estos hechos provocaron que el Ejecutivo Federal promoviera recortes al gasto público federal de 2015, 2016 
y 2017, afectando la inversión pública. Del remanente transferido por Banxico al Gobierno Federal para 
mejorar su posición financiera, el 70% fue destinado a recomprar deuda existente y disminuir el monto de 
colocación de deuda.45 Asimismo, las propuestas económicas de la administración federal no han sido 
suficientes y es necesario recortar el gasto público, sobre todo en aquellas áreas en donde el gasto es 
excesivo e innecesario como es el caso del financiamiento público de los partidos políticos.  

En seguimiento al Plan de Responsabilidad Económica anunciado el pasado 15 de enero, en el que se 
pretende lograr ahorros por 343 mil millones de pesos, los senadores de Acción Nacional, Ernesto Cordero 
Arroyo, Roberto Gil Zuarth y Jorge Luis Lavalle Maury, presentanuna iniciativa de reforma a los artículos 41 y 
116 de la Constitución General de la República, con el propósito de eliminar el financiamiento público que 
reciben los partidos políticos para sus actividades ordinarias, para reducir sensiblemente el financiamiento 
destinado a las campañas electorales y derogar el sistema de doble subsidio, nacional y local.  

El financiamiento público fue un factor clave para la consolidación del sistema de partidos mexicano. No sólo 
abrió la puerta a nuevas opciones ideológicas y permitió que éstas se expresaran en el espacio público, sino 
que cohesionó la pluralidad y, en consecuencia, facilitó la gobernabilidad. La estabilidad política del país se 
debe, en buena medida, a que la pluralidad social encontró cauce institucional en el conjunto de los partidos 
políticos.  

                                                           
42 Organización de Estados Americanos, Política, dinero y poder. Un dilema para las democracias en América 
Latina. 2011, pp. 90-94. 
43Op. Cit., Aguilar Camín. 
44 México ¿Cómo vamos?, Sémaforo Económico. Septiembre, 2016.  
45Dirección General de Finanzas, Instituto Belisario Domínguez. Abril, 2016. 
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Las prerrogativas de los partidos políticos han crecido sustancialmente en las últimas tres décadas. El régimen 
electoral pasó de incipientes incentivos fiscales hasta acceso gratuito a promocionales de radio y televisión. 
El crecimiento de los recursos líquidos que anualmente se les entrega a los partidos, para sufragar su 
operación cotidiana o para financiar sus actividades de promoción del voto, ha sido notable. Y ha creado un 
incentivo perverso: el incremento sin control del costo de la competencia electoral, en detrimento de los 
contribuyentes. 

Las actuales condiciones económicas del país exigen una revisión integral del modelo de financiamiento de 
los partidos políticos. Disminuir el subsidio a los partidos es un imperativo ético y una necesidad política. La 
progresiva deslegitimación de la democracia de partidos se explica, en buena medida, en la insensibilidad de 
éstos de ajustar su esfera de privilegios a las circunstancias de la sociedad. Para recuperar su valor como 
instrumentos útiles de la política, los partidos deben renovar su pacto con los ciudadanos: menos privilegios, 
más cercanía, mayor lealtad con el cumplimiento de las reglas, compromiso visible y tangible con la 
austeridad. 

3. ¿Qué propone la iniciativa? 
a) Principales contenidos de la iniciativa:  

1. Se eliminan los fondos de financiamiento público para actividades ordinarias, actividades específicas 
(educación, capacitación, investigación socioeconómica y polit́ica y tareas editoriales), así como los 
subsidios postales y telegráficos, de modo que los partidos únicamente recibirán recursos públicos 
durante los procesos electorales federales y locales. 

Estos recursos se reciben año con año, incluido aquél en el que se celebran elecciones y es independiente 
al que se les asigna para el sostenimiento de sus actividades tendientes a la obtención del voto.   

Para ilustrar el cuantioso volumen de recursos públicos que invertimos en los partidos políticos fuera de 
procesos electorales, véanse los datos para 2017:  

Concepto Monto anual 

Financiamiento para actividades ordinarias 
permanentes 

$3,940,984,374.00 

Financiamiento para actividades específicas $118,229,531.00 

Franquicia postal $78,819,687.00 

Franquicia telegráfica $693,495.00 

Total $4,138,727,087.00 

 

De eliminarse este financiamiento, los mexicanos ahorraríamos cada tres años $12,416,181,261.00 de 
pesos, en términos nominales.  
 
Lo anterior, sin incluir el costo al Estado mexicano de los promocionales de radio y televisión que se les 
asigna diariamente.  
 

2. Se eleva el umbral para recibir financiamiento para actividades dirigidas a la obtención del voto. El 
modelo vigente reconoce y garantiza el derecho de los partidos a recibir financiamiento en dos 
supuestos: i) a partir de su constitución y aún cuando no hubieren participado en ningún proceso 
electoral, y ii) en el caso de que hubieren alcanzado al menos el 3% de la votación válida emitida en el 
proceso electoral inmediatamente anterior. Así pues, el régimen electoral vigente financia a los partidos 
desde que nacen y hasta que se sitúan en el supuesto de pérdida de registro.  
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Con el propósito de que el financiamiento público guarde una correspondencia genuina con el principio 
de representación, esta iniciativa propone subir el umbral de acceso a financiamiento público del 3% al 
5%, sin alterar otras prerrogativas y derechos que dependen de la obtención de un número mínimo de 
votos. Bajo esta lógica, los partidos de nueva creación no recibirán financiamiento público en tanto no 
acrediten dicho umbral. Aquellos que superen el actual umbral del 3%, podrán subsistir y participar en 
los procesos electorales, recaudar financiamiento privado, gozar de la prerrogativa de radio y televisión 
e incluso tener acceso a cargos de elección popular por el principio de representación popular, pero no 
recibirán recursos públicos para campañas electorales.  

 
3. Se reduce sustancialmente el financiamiento para actividades dirigidas a la promoción y obtención del 

voto que los partidos realizan durante el proceso electoral. En un cálculo estimado a partir de las 
variables hoy vigentes y sin considerar la inflación, la disminución del financiamiento para las campañas 
se comportaría de la siguiente manera:  
 

Financiamiento público estimado para 2018 
conforme a las reglas vigentes 

Financiamiento público estimado para 2018 
según los criterios de la iniciativa 

$5,911,476,561.00 $3,273,143,000.00 

Disminución -44.63% 

 
*Valores de cálculo: UMA, $75.49; padrón electoral al 20 de enero: 86,717,258 electores 

 
4. Se modifica el sistema de doble financiamiento, federal y local, de los partidos políticos nacionales. En 

efecto, los partidos con registro nacional reciben recursos para actividades ordinarias, específicas, 
subsidios y para actividades de campaña tanto del Instituto Nacional Electoral, como de los respectivos 
órganos electorales locales. Sólo en el rubro de actividades ordinarias permanentes, los partidos 
recibirán en 2017 aproximadamente $2,714,587,735.84 pesos del ámbito estrictamente local. Si a estos 
fondos sumamos el financiamiento federal para el mismo concepto, en 2017 los partidos políticos 
nacionales obtendrán $6,655,572,109.00 pesos, sin considerar los recursos para campañas a los que 
tendrán acceso en los cuatro estados con elecciones: Coahuila, Estado de México, Nayarit y Veracruz.  
 
De aprobarse la iniciativa, los partidos políticos nacionales recibirán solo recursos del INE en los años en 
los que compitan por cargos de elección popular, tanto federales como locales.  
 

5. El texto normativo que se propone es el siguiente:  
 

DICE DEBE DECIR 

 
 
Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía… 
 

I. … 
 
II. La ley garantizará que los partidos 

políticos nacionales cuenten de manera 
equitativa con elementos para llevar a 

 
 

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía… 
 

I. … 
 
II. La ley garantizará que los partidos políticos 
nacionales cuenten de manera equitativa con 
elementos para llevar a cabo sus actividades y 
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cabo sus actividades y señalará las reglas a 
que se sujetará el financiamiento de los 
propios partidos y sus campañas 
electorales, debiendo garantizar que los 
recursos públicos prevalezcan sobre los de 
origen privado. 

 
El financiamiento público para los partidos 
políticos que mantengan su registro 
después de cada elección, se compondrá 
de las ministraciones destinadas al 
sostenimiento de sus actividades 
ordinarias permanentes, las tendientes a 
la obtención del voto durante los procesos 
electorales y las de carácter específico. Se 
otorgará conforme a lo siguiente y a lo que 
disponga la ley: 

 
 

a) El financiamiento público para el 
sostenimiento de sus actividades 
ordinarias permanentes se fijará 
anualmente, multiplicando el número 
total de ciudadanos inscritos en el padrón 
electoral por el sesenta y cinco por ciento 
del valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización. El treinta por ciento de la 
cantidad que resulte de acuerdo a lo 
señalado anteriormente, se distribuirá 
entre los partidos políticos en forma 
igualitaria y el setenta por ciento restante 
de acuerdo con el porcentaje de votos que 
hubieren obtenido en la elección de 
diputados inmediata anterior. 

 
b) El financiamiento público para las 

actividades tendientes a la obtención del 
voto durante el año en que se elijan 
Presidente de la República, senadores y 
diputados federales, equivaldrá al 
cincuenta por ciento del financiamiento 
público que le corresponda a cada partido 
político por actividades ordinarias en ese 
mismo año; cuando sólo se elijan 
diputados federales, equivaldrá al treinta 
por ciento de dicho financiamiento por 
actividades ordinarias. 

 
c) El financiamiento público por actividades 

señalará las reglas a que se sujetará el 
financiamiento de sus campañas electorales, 
debiendo garantizar que los recursos públicos 
prevalezcan sobre los de origen privado. 
 
Tendrán derecho a recibir financiamiento 
público, únicamente para las actividades 
tendientes a la obtención del voto durante los 
procesos electorales, los partidos políticos que 
hubieren obtenido, al menos, el cinco por 
ciento de la votación válida emitida en la 
elección inmediata anterior que se celebre 
para la renovación de la Cámara de Diputados. 
Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que 
disponga la ley: 

 
a) Se fijará para el año en que se elijan 

Presidente de la República, senadores o 
diputados federales; 

b) Será el que resulte de multiplicar el 
número total de ciudadanos inscritos en 
el padrón electoral por el cincuenta por 
ciento del valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización vigente; 

c) El treinta por ciento de la cantidad que 
resulte de acuerdo a lo señalado en el 
inciso anterior, se distribuirá en forma 
igualitaria entre los partidos políticos que 
acrediten el umbral del cinco por ciento 
de la votación valida emitida, y el setenta 
por ciento restante de acuerdo con el 
porcentaje de votos que hubieren 
obtenido en la elección de diputados 
inmediata anterior; 

d) En ningún caso, los partidos políticos con 
registro nacional podrán recibir de las 
entidades federativas financiamiento 
público para otro tipo de actividades ni 
para las tendientes a la obtención del 
voto. 

 
La ley fijará los límites a las erogaciones en los 
procesos internos de selección de candidatos y 
en las campañas electorales. La propia ley 
establecerá el monto máximo que tendrán las 
aportaciones de sus militantes y simpatizantes; 
ordenará los procedimientos para el control, 
fiscalización oportuna y vigilancia, durante la 
campaña, del origen y uso de todos los recursos 
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específicas, relativas a la educación, 
capacitación, investigación 
socioeconómica y política, así como a las 
tareas editoriales, equivaldrá al tres por 
ciento del monto total del financiamiento 
público que corresponda en cada año por 
actividades ordinarias. El treinta por 
ciento de la cantidad que resulte de 
acuerdo a lo señalado anteriormente, se 
distribuirá entre los partidos políticos en 
forma igualitaria y el setenta por ciento 
restante de acuerdo con el porcentaje de 
votos que hubieren obtenido en la 
elección de diputados inmediata anterior. 

 
 

La ley fijará los límites a las erogaciones en 
los procesos internos de selección de 
candidatos y en las campañas electorales. 
La propia ley establecerá el monto 
máximo que tendrán las aportaciones de 
sus militantes y simpatizantes; ordenará 
los procedimientos para el control, 
fiscalización oportuna y vigilancia, durante 
la campaña, del origen y uso de todos los 
recursos con que cuenten; asimismo, 
dispondrá las sanciones que deban 
imponerse por el incumplimiento de estas 
disposiciones. 

 
De igual manera, la ley establecerá el 
procedimiento para la liquidación de las 
obligaciones de los partidos que pierdan 
su registro y los supuestos en los que sus 
bienes y remanentes serán adjudicados a 
la Federación. 

 
III. a VI.… 

 

con que cuenten; asimismo, dispondrá las 
sanciones que deban imponerse por el 
incumplimiento de estas disposiciones. 

 
De igual manera, la ley establecerá el 
procedimiento para la liquidación de las 
obligaciones de los partidos que pierdan su 
registro y los supuestos en los que sus bienes y 
remanentes serán adjudicados a la Federación. 
 
III. a VI. … 

Artículo 116. … 
 
I. a IV. … 
 
a) a f)… 
 
g)  Los partidos políticos reciban, en forma 

equitativa, financiamiento público para 
sus actividades ordinarias permanentes y 
las tendientes a la obtención del voto 

Artículo 116. … 
 
I. a IV. … 
 
a) a f)… 
 
g)  Los partidos políticos con registro local 

reciban, en forma equitativa, 
financiamiento público únicamente para 
sus actividades tendientes a la obtención 
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durante los procesos electorales. Del 
mismo modo se establezca el 
procedimiento para la liquidación de los 
partidos que pierdan su registro y el 
destino de sus bienes y remanentes; 

 
h) a p)… 
 
V. a IX. … 
 

del voto durante los procesos electorales. 
Se fijará y distribuirá conforme a las 
reglas previstas en el artículo 41, fracción 
II de esta Constitución. Del mismo modo 
se establezca el procedimiento para la 
liquidación de los partidos que pierdan su 
registro y el destino de sus bienes y 
remanentes; 

 
h) a p)… 
 
V. a IX. … 
 

Por lo anteriormente expuesto y fundado,se somete a consideración de esta Honorable Asamblea la 
siguiente iniciativa con proyecto de: 

DECRETO 

POR EL QUE SE MODIFICAN LAS FRACCIONES II DEL ARTÍCULO 41, Y IV DEL ARTÍCULO 116 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

Artículo Único.- Se reforman el artículo 41 fracción II, y 116, fracción IV de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue:  

Artículo 41.El pueblo ejerce su soberanía… 
 

I. … 
 
II. La leygarantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para 
llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de sus campañas 
electorales, debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado. 
 
Tendrán derecho a recibir financiamiento público, únicamente para las actividades tendientes a la 
obtención del voto durante los procesos electorales, los partidos políticos que hubieren obtenido, al 
menos, el cinco por ciento de la votación válida emitida en la elección inmediata anterior que se celebre 
para la renovación de la Cámara de Diputados. Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que disponga la 
ley: 

 
a) Se fijará para el año en que se elijan Presidente de la República, senadores o diputados federales; 
b) Será el que resulte de multiplicar el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por 

el cincuenta por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente; 
c) El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, se 

distribuirá en forma igualitaria entre los partidos políticos que acrediten el umbral del cinco por ciento 
de la votación valida emitida, y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos 
que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior; 

d) En ningún caso, los partidos políticos con registro nacional podrán recibir de las entidades federativas 
financiamiento público para otro tipo de actividades ni para las tendientes a la obtención del voto. 

 
La ley fijará los límites a las erogaciones en los procesos internos de selección de candidatos y en las 
campañas electorales. La propia ley establecerá el monto máximo que tendrán las aportaciones de sus 
militantes y simpatizantes; ordenará los procedimientos para el control, fiscalización oportuna y vigilancia, 



Segundo año de Ejercicio  
Segundo Periodo Ordinario 

Jueves 2 de febrero de 2017 
GACETA DEL SENADO 

 

 

Página 918 

durante la campaña, del origen y uso de todos los recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las 
sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones. 

 
De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las obligaciones de los partidos 
que pierdan su registro y los supuestos en los que sus bienes y remanentes serán adjudicados a la Federación. 
 
III. a VI. … 
 
 
Artículo 116. … 

I. a IV. … 

a) a f)… 

g)  Los partidos políticoscon registro local reciban, en forma equitativa, financiamiento público 
únicamente para sus actividades tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales. Se 
fijará y distribuirá conforme a las reglas previstas en el artículo 41, fracción II de esta Constitución. Del 
mismo modo se establezca el procedimiento para la liquidación de los partidos que pierdan su registro y el 
destino de sus bienes y remanentes; 

h) a p)… 

 

V. a IX. … 
TRANSITORIOS: 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

SEGUNDO. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas deberán adecuar sus 
respectivas legislaciones, dentro de los 60 días siguientes a su entrada en vigor.  

TERCERO. Lo previsto en este Decreto no estará sujeto a la regla prevista en el penúltimo párrafo de la 
fracción II del artículo 105 de la Constitución General de la República. 

Salón de Sesiones del Senado de la República, a 2de febrero de 2017. 

Suscriben 

____________________________                    __________________________ 

Senador Ernesto Cordero Arroyo                     Senador Roberto Gil Zuarth 

 

_____________________________ 

Senador Jorge Luis Lavalle Maury 

 

CONTINÚA TOMO IV 
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